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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS


	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	07-5860-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jackeline Rivera Víquez y otros
	02-05-07
	DESPIDO EN PERIODO DE PRUEBA

-Artículo 133 del Código Municipal. 

Despido en período de prueba sin debido proceso.



	07-5902-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alexander Vargas Rojas
	02-05-07
	PENA DE PRISION.

-Artículos 51 y 76 del Código Penal

Se alegan vicios legislativos en la aprobación de los artículos impugnados. Aumento de pena a los 50 años. 



	07-5984-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Enrique Infante Rojas
	03-05-07
	PRESCRIPCION EN PROCEDIMIENTOS CONTRA NOTARIOS

-Artículo 164 del Código Notarial, frase que dice “una vez practicado ese acto y mientras se tramita el proceso, no correrá plazo de prescripción alguno”. 



	07-5983-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado Civil del II Circuito Judicial
	03-05-07
	ARRENDAMIENTO DE VIVIENDAS DE INTERES SOCIAL

-Artículo 100 de la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos. 

El propietario de un bien clasificado de interés social, además de la expiración del plazo legal de  tres años, debe utilizar el bien para que sea ocupado por él, o por un pariente cercano, o bien realizar una construcción total en el inmueble; en caso contrario, el contrato de arrendamiento se prorrogará por tiempo indefinido. 



	07-5994-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Carlos Castillo Quirós y otro
	03-05-07
	REGULACION DE AYUDA A CENTROS EDUCATIVOS PRIVADOS. 

-Reglamento del Otorgamiento de Estímulos a la Iniciativa Privada en Materia de Educación por parte del Ministerio de Educación Pública. Decreto No. 33550 publicado el 07-02-2007.

MEP pretende regular la ayuda a Colegios semi privados. Afirma que la medida afectará a más de 25.000 estudiantes, que la medida se toma por decreto con base en una ley que no existe.  



	07-6084-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ronny García González
	04-05-07
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA

-Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia de interpretación y aplicación restrictiva de los artículos 160 y 562 del Código Procesal Civil, en relación con el artículo 452 del Código de Trabajo y desaplicación de éste último artículo, en cuanto no ideación de mecanismos que permiten igualdad procesal  a las partes y acceso a la justicia. 

En este caso le fue denegada solicitud de adición y aclaración al recurrente, porque se computó el plazo para recurrir ante la Sala Segunda, a partir de la notificación de la resolución que denegó la aclaración y adición. Le niegan también el recurso de adhesión al recurso de casación interpuesto por el Estado. 



	07-6156-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Eduardo Alfonso Ramírez Castro y otros.
	07-05-07
	PROSECUCION DE PROCESO SOBRE EL QUE EXISTE COSA JUZGADA. 

- Artículos 165 párrafo segundo del Código Notarial No. 7764 del 17-04-1998. Publicada en La Gaceta No. 98, alcance No. 17 del 22 de mayo de 1998. 

Se dispuso continuar el proceso en una acción disciplinaria declarada prescrita, para establecer la existencia de responsabilidad civil por parte de los notarios investigados. 



	07-6216-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Lisandro Mora Herrera
	08-05-07
	INCLUSION DE FUNCIONARIOS AL REGIMEN DE  SERVICIO CIVIL SIN EXAMEN PREVIO

-Artículo 11 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. 

La norma impugnada señala que cuando un puesto excluido del Régimen del Servicio Civil, pasare al sistema de méritos que regulan el Estatuto y el presente Reglamento, el servidor que lo estuviera desempeñando podría adquirir la condición de servidor regular, si a juicio de la Dirección General del Servicio Civil ha demostrado o demuestra su idoneidad por los procedimientos que esa Dirección señale, y siempre que tuviera más de dos años de prestar servicio. Igual los interinos y se exceptúan los servidores docentes. 



	07-6287-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar López Arias
	09-05-07
	DIRECTRIZ DEL MINISTERIO DE SALUD SOBRE APLICACIÓN DE LA LEY 7600

-Directriz DM-1330-IZ-07 del 13 de febrero del 2007 del Ministerio de Salud. 

Mediante la directriz impugnada, se interpretó que en lo referente a otorgamiento de permisos sanitarios de funcionamiento y certificaciones de habilitación de establecimientos de salud y afines no son aplicables a establecimientos que ya poseen permisos anteriores, ello con base en la resolución dictada a las 12:09 horas del 19-01-2007.

 

	07-6410-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Maribel Gutiérrez Villalobos
	11-05-07
	DIRECTRIZ DEL MINISTERIO PUBLICO

-Directriz de la Fiscalía de Sustracción de Vehículos del Ministerio Público. 

La directriz impugnada señala que todos los imputados privados de libertad que se presenten a rendir declaración indagatoria, deberán mantenerse en todo momento esposados y bajo la supervisión del custodio correspondiente. 



	07-6418-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

*
	Celia Jácamo Rojas y otro.
	11-05-07
	APELACIONES POR CAUSAS DISCIPLINARIAS DE FUNCIONARIOS DEL MINISTERIO PUBLICO

-Artículo 28 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Ministerio Público. 

Alegan los recurrentes que la norma discrimina a los fiscales adjuntos, fiscales o fiscales auxiliares del Ministerio de Público -como en su caso- con respecto a los demás funcionarios del Poder Judicial, ya que el artículo 209 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que corresponde al Consejo Superior conocer del recurso de apelación en contra de las decisiones del Tribunal de la Inspección  Judicial en que se imponga una sanción de suspensión o revocatoria de su nombramiento a un servidor judicial, pero, en el caso específico de los fiscales adjuntos, fiscales o fiscales auxiliares, esa competencia se  atribuye al Fiscal General. 


	07-6431-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gerardo Porras Sanabria

Gerente General del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. 
	11-05-07
	RESOLUCIONES DE LA JUNTA DE RELACIONES LABORALES SON VINCULANTES. 

-Artículos 50 apartado c), segundo párrafo, 53 último párrafo, 56 párrafos 4 y 6, 57 y 58 de la III Reforma a la Tercera Convención Colectiva de Trabajo, celebrada entre el Banco Popular y de Desarrollo Comunal y el Sindicato de Trabajadores del Banco Popular (SIBANPO). 

Las normas impugnadas señalan las potestades de la Junta de Relaciones Laborales e indica que sus resoluciones serán vinculantes para la administración.



	07-6432-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gilberth Aguilar Gutiérrez y otro. 

Apoderados Judiciales del Banco de Costa Rica. 


	11-05-07
	AUMENTOS A PENSIONADOS DEL BANCO DE COSTA RICA.

-Efectos que se producen por el artículo 27 derogado del Reglamento Interior de Trabajo del Banco de Costa Rica, vigente hasta el 20 de junio de 1983. 

Reajuste de pensiones del BCR, en donde se pretende que se reajusten las pensiones al salario actual que rige para los empleados activos. 



	07-6433-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Arnoldo Segura Santiestaban

Apoderado de MAISON NOURALAND SA


	11-05-07
	ANOTACION DE CAUSA PENAL COMO MEDIDA CAUTELAR.

-Pronunciamientos de Tribunales Penales de la República que avalan la anotación de la acusa penal en los márgenes registrales como una medida cautelar real permitida por los artículos 140 y 264 del Código Procesal vigente. 



	07-6514-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Hermes Jiménez Madriz
	14-05-07
	MEDIDAS CAUTELARES POR VIOLENCIA DOMESTRICA PARA ADULTOS MAYORES.

-Criterio jurisprudencial seguido por el Tribunal de Familia y por los Juzgados contra la Violencia Doméstica, que le niegan el derecho a la tutela judicial efectiva a los adultos mayores que acuden en busca de protección con fundamento en lo dispuesto en la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor. Ley 7935, cuando entre el adulto mayor y el agresor no hay ningún vínculo de parentesco, el cual la ley no exige. 



	07-6513-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marlon Esquivel Díaz

Presidente del Colegio de Profesionales en Informática y Computación. 


	14-05-07
	SANCIONES POR ATRASO EN EL PAGO DE CUOTAS EN COLEGIO DE INFORMATICOS. 

-Artículo 11 parte final y artículo 15 de la Ley NO. 7537 del 7 de setiembre de 1995, reforma con la Ley del  Colegio de Profesionales en Informática y Computación. No. 8016 del 29 de agosto del 2000. 

La norma establece que cuando las cuotas atrasadas cubran un periodo de dos años, la reincorporación deberá ser aprobada por la Asamblea General, previa satisfacción de los requisitos. 



	07-6527-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gustavo Vinocour Ponce
	14-05-07
	PRESCRIPCION EN MATERIA LABORAL

-Artículo 602 del Código de Trabajo y Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. 

Plazo de prescripción de un año para reclamar los derechos y acciones provenientes de contratos de trabajo. 



	07-6565-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Enrico Bazzar
	15-05-07
	JURISPRUDENCIA SOBRE PRUEBA CONFESIONAL

-Jurisprudencia aplicada por los Juzgados de Familia y Civiles sobre prueba confesional, en cuanto dispone que si el confesante está fuera del país, debe el solicitante de la confesional pagar los gastos de traslado del confesante o bien hacerla por vía diplomática en lugar de tener por confeso a quien se ha ausentado. 



	07-6597-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Enrique Napoleón Ulate Chacón
	15-05-07
	ELECCION DE MAGISTRADOS SUPLENTES

-Reforma al artículo 62 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Proceso de selección de Magistrados Suplentes, pues se deja en manos de cada una de las Salas la sección de Magistrados. Acusa que se le excluyó del concurso sin debido proceso. 



	07-6619-0007-CO

Consulta Legislativa


	José Merino y otros
	16-05-07
	REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA

-Artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Expediente Legislativa No. 16521



	07-6657-0007-CO

Consulta Judicial


	Juez de Ejecución de la Pena de Alajuela.
	16-05-07
	COMPETENCIA SOBRE MODIFICACION DE CONDENA

-Se consulta si la modificación del fallo condenatorio en un caso concreto corresponde al Tribunal Sentenciador al Juez de Ejecución de la Pena. 



	07-6652-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alejandro Faba Alpízar y otro
	16-05-07
	REGULACION DE AYUDA A CENTROS EDUCATIVOS PRIVADOS. 

-Reglamento del Otorgamiento de Estímulos a la Iniciativa Privada en Materia de Educación por parte del Ministerio de Educación Pública. Decreto No. 33550 publicado el 07-02-2007.

MEP pretende regular la ayuda a Colegios semi privados. Afirma que la medida afectará a más de 25.000 estudiantes, que la medida se toma por decreto con base en una ley que no existe.  



	07-6685-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Vilma María Agüero Vega
	17-05-07
	PLAZO PARA EXPRESAR AGRAVIOS

-Ley 7725 del 09-12-1997, en cuanto suprimió el primer apartado del artículo 574 del Código Procesal Civil. 

-Interpretación de los artículos 567 y 570 del Código Procesal Civil, hechos por el Juez Sexto Civil de San José. 

Se acusa que en el acto de admitir apelación contra sentencia, el Juez dio a las partes tres días para expresar agravios.  



	07-6773-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar López Arias

PASE
	18-05-07
	TLC CON ESTADOS UNIDOS

-Infracciones durante la suscripción del Tratado de Libre Comercio entre la República Dominicana, Centroamérica y Estados Unidos de América.



	07-6845-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Iris Westin Bonilla
	21-05-07
	CADUCIDAD DE LA PENSION POR NUEVAS NUPCIAS

-Artículo 17 de la Ley No. 1922 del 05-08-1955. 

La norma impugnada señala que puede declararse caduco el beneficio jubilatorio por nupcias de la viuda pensionada.  



	07-6888-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Beatriz Cogollo Girón
	21-05-07
	CARÁCTER DE TITULO EJECUTIVO DE LAS CERTIFICACIONES DE CONTADORES PUBLICOS AUTORIZADOS.

-Todas las leyes incluidas bajo el artículo 438 inciso 7 del Código Procesal Civil, en donde las leyes especiales tengan fuerza ejecutiva y estén fundamentadas en una certificación de un Contador Público Autorizado (CPA).

-Artículo 20 de la Ley Reguladora de la Propiedad en Condominio, reformado por Ley No. 8278 del 06-06-2002 y el artículo 611 del Código de Comercio, adicionado mediante Ley 7558 del 03-11-1995. 



	07-7045-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal
	23-05-07
	FUNCIONES DEL JUEZ PENAL JUVENIL

-Se consulta sobre el artículo 29 de la Ley de Justicia Penal Juvenil y el manejo que se le da a muchos expedientes de jóvenes imputados de un delito en nuestro país. Se consulta sobre las funciones del Juez Penal Juvenil. 

 

	07-7097-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Marta Mora Valverde y otros
	23-05-07
	REGULACION DE AYUDA A CENTROS EDUCATIVOS PRIVADOS. 

-Reglamento del Otorgamiento de Estímulos a la Iniciativa Privada en Materia de Educación por parte del Ministerio de Educación Pública. Decreto No. 33550 publicado el 07-02-2007.

MEP pretende regular la ayuda a Colegios semi privados. Afirma que la medida afectará a más de 25.000 estudiantes, que la medida se toma por decreto con base en una ley que no existe.  



	07-7153-0007-CO

Consulta Legislativa


	José Merino del Río y otros
	24-05-07
	TLC CON ESTADOS UNIDOS

-Proyecto de Ley “Tratado de Libre Comercio República Dominicana, Centroamérica y los Estados Unidos. Expediente Legislativo No. 16047.



	07-7178-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Antidio Cabal Antillón
	24-05-07
	TRAMITE DE PAGO DE HORAS EXTRA EN LA CCSS

-Ordenamiento interno de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

Sobre confección y trámite  de pago de tiempo extraordinario. No pueden cobrar extras los funcionarios acogidos a dedicación exclusiva, los que de desempeñan cargos de jefatura.



	07-7192-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alexis Monge Aguero
	25-05-07
	SANCION IMPUESTA POR EL COLEGIO DE ABOGADOS

-Interpretación de los artículos 31, 14, 60, 82, 83, 85 del Código de Ética Moral del Colegio de Abogados. 

Sanción impuesta por Junta Directiva del Colegio de Abogados.



	07-7194-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Horacio Castro Sittenfeld y otros
	25-05-07
	PLAN REGULADOR DE ESCAZU. PERMISOS PARA INSTALACION DE GASOLINERAS CERCA DE AREAS RESIDENCIALES. 

-Artículo 12.2.4 del Plan Regulador de Escazú.

-Artículo 15.6 del Reglamento para la Regulación del Sistema de Almacenamiento y Comercialización de Hidrocarburos. No. 30131-MINAE-S.

Instalación de gasolineras contiguas a la zona residencial. 



	07-7287-0007-CO

Consulta Legislativa


	Juzgado Civil de Heredia
	28-05-07
	HORA JUDICIAL. SANCIONES POR LLEGADAS TARDIAS AUDIENCIA JUDICIAL

-Artículo 148 del Código Procesal Civil. 

La norma indica que cuando se señale una hora precisa para practicar diligencias o actuación judicial, se entenderá que estas pueden comenzar válidamente hasta quince minutos después de la hora fijada, según el reloj del despacho. Podrán practicarse aún más tarde si existiere conformidad expresa de todas las partes del proceso o asunto a entera discreción del despacho, siempre que no se ocasionen trastornos en la oficina judicial. El lapso de quince minutos de atraso, permitido para iniciar cualquier diligencia o actuación judicial, se concederá solo por vía de excepción. La demora siempre deberá quedar justificada por el funcionario judicial respectivo, bajo su entera responsabilidad. Se acusa que a causa de un leve atraso a la persona se le puede tener por confesa en sentencia.



	07-7409-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marta Mayela Alvarez Hernández
	29-05-07
	REGULACION DE AYUDA A CENTROS EDUCATIVOS PRIVADOS. 

-Reglamento del Otorgamiento de Estímulos a la Iniciativa Privada en Materia de Educación por parte del Ministerio de Educación Pública. Decreto No. 33550 publicado el 07-02-2007.

MEP pretende regular la ayuda a Colegios semi privados. Afirma que la medida afectará a más de 25.000 estudiantes, que la medida se toma por decreto con base en una ley que no existe.  



	07-7420-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	William Enríquez Peraza
	30-05-07
	REQUISITOS PARA EJERCER EL NOTARIADO

-Artículo 3 inciso c) del Código Notarial, que indica: “… haber estado incorporado al Colegio de Abogados de  Costa Rica, al menos durante dos años, y con la misma antelación, haber solicitado la habilitación para ejercer el cargo…”

Se acusa que además de la especialidad se exijan dos años de incorporación al Colegio. 



	07-7446-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jacquelin Adams Araya

Importaciones Clio SA


	30-05-07
	SANCIONES PENALES EN MATERIA TRIBUTARIA. DERECHO A NO AUTOINCRIMINARSE. 

-Aplicación del artículo 83, 66 y 90 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.

En casos en donde por el monto investigado pueden ser ilícitos penales y la utilización de la prueba recabada en vía administrativa en sede penal. Se afirma que la administración no aplica de inmediato los artículos 66 y 90, cuando comprueba que el monto de lo investigado puede constituir un ilícito penal.  




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE

VOTO
	FECHA DE

VOTACION


	PARTES Y RESULTADO

	07-04528-0007-CO

Voto 2007-06329
	09-05-07
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara de Comercio Exterior de Costa Rica y de Representantes de Casa Extranjeras (CRECEX) en contra de los artículos 45, 81 y 84 de la Ley de Contratación Administrativa; así como los artículos 19.b, 98, 173 y 186 de su Reglamento. Se rechaza la acción por el fondo la acción.-

Los Magistrados Jinesta y Cruz coinciden con el voto de mayoría, salvo en cuanto al artículo 45 de la Ley de Contratación Administrativa y ordenan dar curso a la acción.-



	07-05236-0007-CO

Voto 2007-06335
	09-05-07
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. María Gabriela Briceño Lobo y otra en contra del Decreto Ejecutivo número 33550-MEP, “Reglamento de estímulos a la iniciativa privada en materia de educación por parte del Ministerio de Educación Pública”. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 07-04410-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	07-04500-0007-CO

Voto 2007-06336
	09-05-07
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Norma Pérez Zeledón y otro en contra del Decreto Ejecutivo número 33550-MEP. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 07-04410-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	07-04510-0007-CO

Voto 2007-06337
	09-05-07
	A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jenny Isabel Hernández Fuentes y otra en contra del Decreto Ejecutivo número 33550-MEP. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 07-04410-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	07-04689-0007-CO

Voto 2007-06338
	09-05-07
	A las quince horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cultural de la Divina Pastora, representada por Sor Irene María Chavarría Araya y otros en contra del Decreto Ejecutivo número 33550-MEP. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 07-04410-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	07-05050-0007-CO

Voto 2007-06339
	09-05-07
	A las quince horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Emilia Acosta Gutiérrez y otros en contra del Decreto Ejecutivo número 33550-MEP. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 07-04410-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	07-04568-0007-CO

Voto 2007-06340
	09-05-07
	A las quince horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Ángel Elizondo Badilla y otros en contra del Decreto Ejecutivo número 33550-MEP. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 07-04410-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	98-07117-0007-CO

Voto 2007-06505
	11-05-07
	A las once horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. TICOFRUT Sociedad Anónima, en contra del Convenio entre el Gobierno de la República de Costa Rica y la Commonwealth Development Corporation (Corporación de Desarrollo de la Mancomunidad, CDC). No ha lugar a la gestión formulada.-



	06-15933-0007-CO

Voto 2007-06606
	16-05-07
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fernando Morales Martínez y otro en contra del artículo 27 del Decreto Ejecutivo número 32333 denominado “Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública”. Se rechaza de plano la acción.-



	07-06084-0007-CO

Voto 2007-06607
	16-05-07
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ronny García González en contra de la jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia que interpreta y aplica restrictivamente los artículos 160 y 562 del Código Procesal Civil, en relación con el 452 del Código de Trabajo y la desaplicación de este último. Se rechaza de plano la acción.-



	07-05902-0007-CO

Voto 2007-06608
	16-05-07
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alexánder Vargas Rojas en contra de los artículos 51 y 76 del Código Penal. Se rechaza de plano la acción.-



	07-04954-0007-CO

Voto 2007-06609
	16-05-07
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fabio Molina Rojas en contra del artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza por el fondo la acción.-



	07-05984-0007-CO

Voto 2007-06610
	16-05-07
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Enrique Infante Rojas en contra del artículo 164, párrafo segundo, del Código Notarial, Frase “Una vez practicado ese acto y mientras se tramita el proceso, no correrá plazo de prescripción alguno”. Se rechaza por el fondo la acción.-


	06-15374-0007-CO

Voto 2007-06611
	16-05-07
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rogelio Fernández Rodríguez en contra del artículo 4° último párrafo, 7, 12, 68 y 69 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Se rechaza por el fondo la acción.-

El Magistrado Armijo pone nota.-



	03-05144-0007-CO

Voto 2007-06612
	16-05-07
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alcalde de la Municipalidad de Escazú en contra del artículo 2° del Decreto Ejecutivo número 29-397-J-MIVAH del 6 de marzo de 2001. Se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad.-



	06-09493-0007-CO

Voto 2007-06613
	16-05-07
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Altos de Leonamar Sociedad Anónima, y otros en contra de las atribuciones del Tribunal Ambiental Administrativo (2 inciso e) y otros de la Ley Orgánica del Ambiente. Se declara sin lugar la acción



	03-12884-0007-CO

Voto 2007-06614
	16-05-07
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara Costarricense de la Construcción en contra del artículo 16, inciso e), de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda. Se declara sin lugar la acción.-



	06-07248-0007-CO

Voto 2007-06615
	16-05-07
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Olman Rímola Castillo en contra de los artículos 3 inciso e) de la Ley de Creación del Colegio de Colegio de Contadores Públicos e inciso b) del artículo 30 del Reglamento de esa Ley. Se declara parcialmente con lugar la acción, de manera que se anula del ordenamiento jurídico la palabra "complejas" contenida en el artículo 30 inciso b) del Reglamento del Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica, número 13.606-E, del veinticinco de abril de mil novecientos ochenta y dos, según reforma por el artículo primero del Decreto Ejecutivo número 30.370, del treinta de abril del dos mil dos. Esta inconstitucionalidad es declarativa y retroactiva a la fecha de entrada en vigencia de la palabra anulada, sea el quince de mayo del dos mil dos. En lo demás, se declara sin Lugar la acción, debiendo aplicarse las normas en la forma indicada en esta sentencia. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial "La Gaceta" y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial.-



	04-04903-0007-CO

Voto 2007-06616
	16-05-07
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. PFIZER Sociedad Anónima, en contra del artículo 72 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se corrige el error material que contiene el considerando XIX in fine de la resolución número 001557-2007, dictada a las quince horas treinta y seis minutos del siete de febrero de dos mil siete, en el sentido de que quienes salvan el voto y declaran sin lugar la acción, son únicamente los Magistrados Vargas Benavides y Cruz Castro y no el Magistrado Armijo Sancho como por error se consignó.-



	07-05994-0007-CO

Voto 2007-06618
	16-05-07
	A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Carlos Castillo Quirós y otra en contra del Reglamento del otorgamiento de estímulos a la iniciativa privada en materia de educación por parte del Ministerio de Educación Pública, Decreto Ejecutivo número 33550-MEP del 15 de diciembre de 2006. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 07-004410-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	07-05443-0007-CO

Voto 2007-07135


	23-05-07
	A las dieciséis horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Alvarado Orozco en contra del artículo 7 de la Ley 7200. Se rechaza de plano la acción.-

La Magistrada Calzada y los Magistrados Vargas y Jinesta salvan el voto y ordenan dar curso a la acción.-



	06-13429-0007-CO

Voto 2007-07136
	23-05-07
	A las dieciséis horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alcaldesa Municipal de Montes de Oca en contra del artículo 1° del Decreto 33148-MOPT. Se rechaza de plano la acción.-

Los Magistrados Solano, Vargas y Armijo rechazan de plano la acción por razones diferentes.-



	06-13032-0007-CO

Voto 2007-07137
	23-05-07
	A las dieciséis horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bejuco Inversiones Sociedad Anónima, y otro, en contra del artículo 33 inciso 15) de la Ley 7111 que es Ley de Presupuesto Ordinario, Fiscal y por programas para el año 1989, publicada en el alcance No. 41 a La Gaceta No. 246 de 27 de Diciembre de 1988, y por conexión o consecuencia el Decreto 32825-MINAE publicado en La Gaceta No. 242 del 15 de Diciembre de 2005, artículos 2 y el 54 de la Ley No. 7575, que es Ley Forestal y por conexión o consecuencia los artículos 15 y 16 de la Ley de Vida Silvestre No. 7317. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el artículo 33 inciso 15) de la Ley 7111 que es Ley de Presupuesto Ordinario, Fiscal y por programas para el año 1989 y el Decreto Ejecutivo No. 32825-MINAE  del 19 de septiembre de 2005. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. En lo demás, se rechaza por el fondo la acción. Notifíquese.-



	07-007153-0007-CO

Voto 2007-07896
	31-05-07
	A las veintiuno horas con cinco minutos. Consulta Legislativa Facultativa. Rafael Elías Madrigal Brenes, Alberto Salom Echeverría, José Merino del Río, Ronald Solís Bolaños, Marvin Rojas Rodríguez, José Joaquín Salazar Rojas, Nidia María González Mora, Leda Zamora Chaves, Andrea Morales, Sadie Bravo de Maroto, Grettel Ortiz Alvarez, Patricia Quirós Quirós, Francisco Molina, Lesvia Villalobos Salas, José Rosales, Olivier Pérez González, Oscar López A., Elizabeth Fonseca y Orlando Hernández Murillo respecto del proyecto de ley "Tratado de Libre Comercio República Dominicana, Centroamérica y los Estados Unidos", expediente legislativo número 16.047. Acumúlese esta consulta a la que bajo expediente número 07-005632-0007-CO se tramita ante esta Sala. Se solicita al Presidente de la Asamblea Legislativa el envío del expediente legislativo número 16.047 completo, o bien copia certificada, dentro del plazo de ocho días hábiles.-



	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	07-4824-007-CO
	Ana Lorena Brenes Esquivel, en su condición de Procuradora General de la República contra el artículo 33 de la Ley N° 7531 de 10 de julio de 1995, de Reforma Integral del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. La norma dispone: “Artículo 33.- Plazos. El Estado deberá realizar la liquidación actuarial y el traspaso de los aportes a la Caja dentro de los primeros tres meses, contados a partir del recibo de la comunicación de traspaso. Cuando proceda el traspaso de cotizaciones, se aplicará lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 73 de esta ley. En el caso de que la Caja Costarricense de Seguro Social no reciba, dentro del plazo estipulado en el párrafo anterior, los aportes, tendrá derecho a cobrar intereses moratorios del cinco por ciento (5%) mensual.” 

Resolución de 14:20 horas del 17 de abril del 2007.

Boletines Judiciales No.82, 83 y 84 del 30 de abril, 02 y 03 de mayo del 2007 respectivamente.


	PROCEDIMIENTO DE TRASLADO DEL SISTEMA DE PENSIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL AL REGIMEN DE INVALIDEZ, VEJEZ Y MUERTE.

La norma se impugna por establecer el pago de un interés moratorio (5% mensual) que resulta irrazonable y desproporcionado, con lo cual viola los principios de razonabilidad y proporcionalidad los cuales, según reiterada jurisprudencia de la Sala Constitucional, tienen rango constitucional. El procedimiento administrativo dispuesto en la Ley para el traspaso de los aportes es harto complejo e intervienen en él múltiples dependencias, lo que hace que el plazo de tres meses fijado para su culminación resulte totalmente insuficiente. Vencido ese plazo, la norma establece a favor de la C.C.S.S. el derecho de cobrar intereses moratorios del 5% mensual. Ese cobro solamente beneficia a la C.C.S.S., y constituye un elemento muy gravoso para las finanzas públicas. 

	07-0843-007-CO
	Metalco, Sociedad Anónima, Maderas Maflor, Limitada e Importaciones La Guaria del Norte Sociedad Anónima contra el artículo 5 de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Tibás, número 8523 del 20 de junio del 2006.

Resolución de las 15:40 horas del 12 de abril del 2007.

Boletines Judiciales No.82, 83 y 84 del 30 de abril, 02 y 03 de mayo del 2007 respectivamente.


	IMPUESTOS MUNICIPALES DE TIBAS

La norma se impugna en cuanto, en criterio de los accionantes y en resumen, lesiona su derecho al libre comercio y, además, constituye un mecanismo confiscatorio de su hacienda. Lo anterior debido a que el artículo cuestionado conlleva, en el fondo, el aumento desmedido -de hasta un 500%- de lo que en realidad es o debería ser una tasa municipal por concepto de recolección de desechos sólidos, disfrazada de impuesto de patentes y aplicable solo a un sector del municipio.

	07-2870-007-CO
	Kattia Vanesa Umaña Naranjo  contra el artículo 16 inciso 2) del Código de Familia.

Resolución de 14:20 horas del 25 de abril del 2007.

Boletines Judiciales No. 95, 96 y 97 del 18, 21 y 22 de mayo del 2007 respectivamente.


	REQUISITOS PARA MATRIMONIO DE MUJER DIVORCIADA. 

La norma se impugna en cuanto establece que es prohibido el matrimonio de la mujer antes de que transcurran trescientos días contados desde la disolución o declaratoria de nulidad de su anterior matrimonio, a menos que haya habido parto antes de cumplirse ese término o se pruebe mediante dictámenes de dos peritos médicos oficiales que no existe embarazo. Considera la accionante que la norma recurrida es inconstitucional por cuanto existe una real desigualdad de género, en razón de que no existe prohibición para que el hombre se case inmediatamente después de su divorcio, en tanto para la mujer es prohibido antes de que transcurran trescientos días de disuelto el vínculo de su anterior matrimonio, como también es prohibido casar a la mujer en estado de embarazo si se encuentra dentro de ese mismo período. Si bien es cierto, lo que pretende dicha norma es evitar conflictos de paternidad, lo cierto es que se está violando el artículo 33 de la Constitución Política.  Para resolver los conflictos de paternidad existen los procesos especiales de filiación, tales como el “Reconocimiento de Hijo de Mujer Casada”, la “Declaratoria de Hijo Extramatrimonial” y el proceso de “Impugnación de Paternidad”.  



	07-4247-007-CO
	Leonel Villalobos Salazar contra artículos 51 y 76 del Código Penal.
Resolución de 13:40 horas del 03 de mayo del 2007

Boletines Judiciales No. 95, 96 y 97 del 18, 21 y 22 de mayo del 2007 respectivamente.
	DESPROPORCION EN EL MONTO DE SANCION PRIVATIVA DE LIBERTAD Y VIOLACION AL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO.

Los artículos se impugnan por dos aspectos: 1).- infracciones esenciales en el procedimiento legislativo; y, 2).- desproporción en el monto  de la sanción privativa de libertad. La impugnación se basa en los siguientes motivos: a).- El artículo 124 del Reglamento Interno de la Asamblea Legislativa, señala en el aparte 3): b) Las mociones sólo serán de recibo cuando se presenten a la Secretaría de la Comisión Plena durantes las primeras tres sesiones de discusión en Primer Debate, sin embargo la moción del veinticuatro de marzo de mil novecientos noventa y cuatro presenta dos sellos de recibido con fechas del nueve de noviembre de mil novecientos noventa y tres y siete de abril de mil novecientos noventa y cinco, fechas que no corresponden al plazo establecido para la presentación de mociones ante la Secretaría de la Comisión Legislativa Plena; c).- Se omitió el acta de sesión donde se aprobó en segundo debate el proyecto de ley, por lo cual se rompió la articulación de una de las etapas más importantes hacia la emanación del acto jurídico final; d).- En el informe rendido por la Corte Suprema de Justicia se expresó: “En ese asunto se pasó a estudio del Magistrado González, Presidente de la Sala Tercera de la Corte, quien rinde informe desfavorable acerca del proyecto consultado”, es decir, el proyecto de ley era subsumible dentro del supuesto del artículo 167 de la Constitución Política, por lo que al entrar en vigencia la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial en el mismo año que el Proyecto de Ley, debió hacerse la consulta para recabar el criterio de la Sala Constitucional de si mantenía o no los criterios de la Corte Plena, en relación con los alcances de la consulta en la legislación codificada y si la respuesta negativa brindada por la Corte Suprema de Justicia era o no subsumible dentro del supuesto del artículo 167 de la Constitución Política -actuación que no se realizó-; e).- En cuanto a la sanción estima que no es congruente con los motivos del proyecto de ley y de la legislación penal costarricense, toda vez que no contiene un carácter rehabilitador; f).- El efecto de castigo retributivo que implícitamente contiene el proyecto de ley, contradice la orientación doctrinaria del cuerpo legal y más evidentemente contradice los principios fundamentales de la política criminológica y de prevención social del Estado, con ellas se reconoce que la prisión, lejos de lograr la reducción de la delincuencia, más bien estigmatiza y pervierte física y psicológicamente al individuo; f).- Una pena de cincuenta años nunca va a readaptar a nadie,  con la reforma se optó por una orientación muy retributiva o teoría absoluta y una vía desocializadora, actuación que violenta el artículo 40 de la Constitución Política; g).- En todos los delitos hay un elemento social en el que la sociedad tiene una responsabilidad y resulta que a esa persona se le castiga con una visión demasiado retributiva de la pena, de tal manera, el delito, como es evidente, tiene algunas connotaciones y manifestaciones o raíces sociales, por lo cual estaría existiendo una incompatibilidad evidente entre el motivo de ley y su contenido. Advierte que la aprobación de la ley se realizó mediante procedimientos contrarios al orden constitucional, en contravención a los artículos 1, 2, 5 inciso 6), 24 y 25 de la Convención Americana de los Derechos Humanos, el principio de igualdad y libertad consagrados en la Constitución Política



	07-4410-007-CO
	Kennia Alvarado Villalobos contra el Decreto Ejecutivo 33550-MEP de quince de diciembre del dos mil seis, que es “Reglamento del otorgamiento de estímulos a la iniciativa privada en materia de educación por parte del Ministerio de Educación Pública.”

Resolución de 08:20 horas del 04 de mayo del 2007.

Boletines Judiciales No. 95, 96 y 97 del 18, 21 y 22 de mayo del 2007 respectivamente.
	REGULACION DE AYUDA A CENTROS EDUCATIVOS PRIVADOS. 

El decreto se impugna en cuanto consideran los accionantes lo siguiente: 1) El Decreto no es congruente con el informe de la Contraloría General de la República.  2) Señalan que el Decreto disminuye la disponibilidad de los estímulos que año a año se han venido recibiendo.  3) Aducen que se establece como un acto meramente facultativo el otorgar tales estímulos, pues el Decreto establece que el Ministerio de Educación “podrá” establecer los estímulos.  4) Lesiona el derecho a escoger tipo de educación. 5) No se les confirió el derecho a ser escuchados, tomando en cuenta que se trata de actos o medidas administrativas que afectan su derecho a la educación. 6) Como sexto motivo afirman que el Decreto impugnado es violatorio de los principios constitucionales de orden jerárquico, legalidad y reserva de ley, porque el Estado representado por el Poder Ejecutivo, de querer regular el estímulo a la iniciativa privada en materia educacional debió promulgar una ley especial.  7) Señalan que se vulnera el derecho de los menores de edad a que se respete su libertad de conciencia y de religión, porque el Decreto cuestionado adopta medidas que restringen y menoscaban la libertad de conservar la religión y las creencias, al poner en riesgo el modelo educativo del que es parte la congregación religiosa que dirige los colegios.  8) Se infringe la costumbre de las autoridades gubernamentales de incluir el estímulo o subvención salarial a ciertos centros educativos privados, dentro de las normas presupuestarias de cada período fiscal, costumbre que data de los años 70. 9) Refieren violación al debido proceso por publicarse este Reglamento sin consultar previamente a las instituciones educativas privadas, a los padres de familia y estudiantes; lo cual impide la libre participación y defensa de los derechos. 10) Afirman que se violenta el principio de seguridad jurídica, dado que según el artículo 15 “…para el otorgamiento de los estímulos correspondientes al año 2007, se autoriza la prórroga de los actualmente otorgados y hasta por un plazo máximo de 6 meses…”  



	07-4857-007-CO
	Valentín Fonseca Mena, Presidente de la Cámara de Bancos e Instituciones Financieras de Costa Rica, contra el artículo 1° de la Ley número 4631 de 18 de agosto de 1970, reformado por el inciso g) del artículo 167 de la Ley 7558 de 3 de noviembre de 1995, el “Reglamento sobre la Distribución de Utilidades por la Venta de Bienes Adjudicados” publicado en La Gaceta número 252 del 29 de diciembre del 2005, aprobado mediante acuerdo SUGEF 6-05 y el artículo 5 del acta de la sesión 544-2005 del Consejo Nacional de Supervisión de Sistema Financiero.

Resolución de 13:30 horas del 03 de mayo del 2007.

Boletines Judiciales No. 95, 96 y 97 del 18, 21 y 22 de mayo del 2007 respectivamente.
	OBLIGACIONES IMPUESTAS A LAS ENTIDADES FINANCIERAS CUANDO REMATAN PROPIEDADES.

Las normas se impugnan pues lesionan los principios constitucionales de libertad de empresa y razonabilidad, contenidos en los artículos 28, 46, 39 y 41 de la Constitución Política. Tanto la ley como el reglamento impugnado hacen caso omiso de que la regulación de la intermediación financiera no puede conceptuarse como una intervención administrativa directa en el ejercicio de la actividad, en la definición de su contenido o en la toma de la decisiones internas, pues ello equivale a una regulación represiva, prohibida por nuestro ordenamiento constitucional en tanto que se trata de una actividad privada. Si bien la intermediación financiera cumple una función de interés general, es de titularidad privada, por lo que le son aplicables las libertades económicas establecidas en la Constitución Política



	07-5570-007-CO
	Luis Alonso Ortiz Zamora, en su calidad de apoderado especial judicial de la Cámara de Bancos e Instituciones Financieras de Costa Rica, contra el artículo 25 del acuerdo SUGEF-I-05 "Reglamento para la Calificación de Deudores”. 

Resolución de 08:30 horas del 09 de mayo del 2007.

Boletines Judiciales No. 95, 96 y 97 del 18, 21 y 22 de mayo del 2007 respectivamente.
	SANCIONES IMPUESTAS POR LA SUGEF

El acuerdo (reglamento) se impugna en cuanto estima el accionante que: a).- El Sistema para la Captura, Verificación y Carga de Datos (SICVECA) es un sistema informático recientemente implantado por la SUGEF, con el fin de que las entidades financieras supervisadas puedan cargar archivos denominados XML que revelen a la SUGEF los datos de sus clientes/deudores, las garantías otorgadas a su favor y las operaciones crediticias formalizadas; b).- Con base en la información contenida en los archivos XML transmitidos, a través de SICVECA, la SUGEF califica a los deudores de las respectivas entidades financieras con el fin de otorgar a éstas últimas una calificación cuantitativa de sus clientes; c).- La norma impugnada establece una sanción para las entidades financieras que no remitan la totalidad de los archivos XML, o que remitan dicha información fuera del plazo de entrega predefinido por la SUGEF, por razones no atribuibles a fallas en los equipos informáticos de la SUGEF; d).- La sanción predispuesta en la norma, una vez verificado el supuesto de hecho tipificado, consiste en la estimación automática del monto por deterioro e incobrabilidad de la cartera de crédito y de créditos contingentes, según las reglas impuestas en los incisos 1), 2), 3) y 4) de la norma en cuestión; e).- El artículo 136 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica dispone que el Consejo Directivo de la Superintendencia debe dictar un reglamento que le permita a la Superintendencia juzgar la situación económica y financiera de las entidades fiscalizadoras, para velar por la estabilidad y la eficiencia del sistema financiero; f).- El artículo I del Reglamento para Juzgar la Situación Económica-Financiera de las Entidades señala que la Superintendencia emitirá una calificación global para cada entidad financiera regulada, compuesta por una calificación cuantitativa y por una cualitativa;  g).- La calificación cuantitativa consta de seis áreas de evaluación sujeta a análisis denominados CAMELS. h).- La calificación cualitativa resulta de una evaluación "in situ" de la respectiva entidad financiera; i).- La combinación de la calificación cuantitativa y de la calificación cualitativa ("in situ") da por resultado una calificación global; j).- Una entidad financiera se ubica como de operación normal cuando obtenga una calificación global (cuantitativa + cualitativa) igual o menor a 1.75 y cumpla con ciertas condiciones. k).- Con base en la calificación global que obtenga cada entidad financiera, los artículos 21, 22 y 23 del Reglamento para Juzgar la Situación Económica-Financiera de las Entidades, determinan los supuestos que implican la existencia de situaciones de inestabilidad o irregularidad financiera de los entes fiscalizados del grado uno hasta tres; l).- Al partir de una estimación presunta, supuesta, artificial e incierta, no sustentada en la realidad económica financiera de la entidad respectiva, la sanción dispuesta por el artículo 25 puede causarle una gravosa afectación en el análisis de su CAMEL, particularmente en dos áreas de evaluación, que son: activos y evaluación de rendimientos, así como en su calificación cuantitativa y global que,  como tal, puede producir su caída a grados de inestabilidad que van desde uno hasta tres, con la consecuente imposición de las medidas previstas por el artículo 139 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, lo cual le causaría una irreparable pérdida de confianza a los clientes, que podría incluso ocasionar una corrida de fondos por parte de sus ahorrantes produciéndose un efecto dominó que afectaría a todo el Sistema Financiero Nacional; m).- La sanción dispuesta en el artículo 25 impugnado se aplica inmediatamente a las entidades financieras, por el simple hecho de ser supervisadas por la SUGEF, sin necesidad de un acto posterior que concretice la disposición normativa; n).- Con el simple hecho de retrasarse unos minutos en el envío de la información crediticia a la SUGEF y sin siquiera contar con una audiencia mínima para justificar las causas del retraso y así verificar la verdad real de los hechos, simple y sencillamente se obliga a la entidad a realizar una operación contable que castiga el monto de la estimación  por deterioro e incobrabilidad de la cartera de crédito y créditos contingentes, y con ello se castiga el rendimiento sobre patrimonio y activo de la respectiva entidad, sumado al hecho de que muchas veces los errores son atribuibles a los equipos informáticos de la SUGEF; o).- El hecho de que el acuerdo SUGEF-I-05 no haya previsto siquiera una mínima audiencia previa a don de que la entidad bancaria o financiera pueda demostrar, eventualmente, que su omisión en el envío de los XML se debió a causas no imputables a ella, hace que la normativa dispuesta sea ilegítima, por contener un vicio integral en el proceso.



	07-5667-007-CO
	Rocío Aguilar Montoya en su condición de Contralora General de la República, contra la Ley de presupuesto ordinario y extraordinario de la República para el ejercicio económico del 2007, número 8562, específicamente en lo que respecta al Título 210, Ministerio de Educación.
Resolución de 13:40 horas del 10 de mayo del 2007.

Boletines Judiciales No. 99, 100 y 101 del 24, 25 y 28 de mayo del 2007 respectivamente.
	LEY DE PRESUPUESTO. GASTO PARA EDUCACION. 

La Ley en lo que respecta al Título 210 del Ministerio de Educación, se impugna en cuanto resulta contraria a lo dispuesto en el artículo 78 de la Constitución Política, por cuanto, incumple la obligación establecida relativa a que el gasto público destinado para educación estatal, incluida la superior, debe equivaler al menos a un 6% del producto interno bruto (PIB).  Señala que la diferencia sustancial entre el cálculo efectuado por el Ministerio de Hacienda, reflejado en la Ley impugnada y el realizado por la Contraloría General de la República, consiste en que en el caso de dicho Ministerio se toma en cuenta no sólo el gasto público que presupuesta el Gobierno Central para educación estatal (presupuesto del Ministerio de Educación Pública y transferencias a instituciones de educación superior) sino también el monto total presupuestado por el Instituto Nacional de Aprendizaje. Así, excluyendo el monto del presupuesto del I.N.A., no se llega al 6% del producto interno bruto. Estima la Contralora accionante, que llevar los alcances de lo dispuesto en el artículo 78 de la Constitución Política, al extremo de que dentro de la "educación estatal" que se buscó financiar con un gasto público mínimo del 6% del producto interno bruto, se entienda a su vez comprendida la capacitación y formación profesional de trabajadores que efectúa el I.N.A, resulta sumamente forzado, en vista de que no se trata de una institución de educación superior, ni tampoco forma parte del sistema educativo de enseñanza preescolar, general, básica y diversificada.



	07-6418-007-CO
	Celia Jácamo Rojas y Edemir Pizarro Villarreal, contra el artículo 28 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Ministerio Público. 

Resolución de 11:35 horas del 15 de mayo del 2007

Boletines Judiciales No. 99, 100 y 101 del 24, 25 y 28 de mayo del 2007 respectivamente.
	APELACIONES POR CAUSAS DISCIPLINARIAS DE FUNCIONARIOS DEL MINISTERIO PUBLICO

La norma se impugna en cuanto lesiona el principio de igualdad, el derecho a un juez natural, el derecho de defensa y el debido proceso reconocidos en los artículos 33, 35, 39, 41, 48 y 74 de la Constitución Política, el artículo 2 de la Declaración de  los Derechos y Deberes del Hombre y el 8 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

La norma impugnada dispone: “Artículo 28.-Del régimen disciplinario. (…) Sin embargo, corresponde al Fiscal General conocer del recurso de apelación de la resolución del Tribunal de la Inspección Judicial que revoque el nombramiento a un fiscal adjunto, fiscal o fiscal auxiliar.”



	07-1190-007-CO
	Jorge Fisher Aragón contra los artículos 22, 24, 140, 147 y 148 inciso c) del Código Notarial,  la Directriz 03-2001 denominada “Reglamento del Registro Nacional de Notariado”,  el “Documento de lineamientos generales para la prestación y control del ejercicio y servicio notarial” y la  “Resolución N° 0027-99 de las 10:00 horas del 21 de enero de 1997, todos emitidos por la Dirección Nacional de Notariado.
Resolución de 11:15 horas del 30 de abril del 2007.

Boletín Judicial No. 104 del 31 de mayo del 2007.
	PLAZO DE ANOTACIONES EN EL REGISTRO NACIONAL DE NOTARIOS. 

Las normas se impugnan por irrazonables y arbitrarias, pues el legislador omitió establecer un plazo para cancelar el registro de las sanciones luego de cumplidas, lo cual permite a la Dirección Nacional de Notariado mantener la sanción registrada de manera indefinida. La circunstancia de que no exista una disposición concreta que regule el tema de la cancelación del registro de la sanción, no es óbice para que la Dirección no cancele dichos Registros, pues si bien está sometido al principio de legalidad, antes ésta sometido al Derecho de la Constitución y a los instrumentos internacionales vigentes en Costa Rica.



	07-6513-007-CO
	Marlon Esquivel Díaz en su condición de Presidente del Colegio de Profesionales en Informática y Computación, contra los artículos  11 (último párrafo) y 15 de la Ley  7537, en cuanto disponen: “Artículo 11.- (…) Cuando las cuotas atrasadas cubran un período de dos años, la reincorporación deberá ser aprobada por la Asamblea General, previa satisfacción de los requisitos que al efecto establezca el reglamento de esta ley. Artículo 15.- La Asamblea General del Colegio de Profesionales en Informática y Computación, tanto en sesiones ordinarias como extraordinarias, iniciará al menos con la mitad más uno de sus miembros activos. Si a la hora señalada no existe dicho quórum, la Asamblea sesionará una hora después en segunda convocatoria, con un siete por ciento (7%), como mínimo, de los miembros activos del Colegio. (Así reformado por Ley N° 8016 del 29 de agosto del 2000).”  

Resolución de 10:30 horas del 17 de mayo del 2007.

Boletín Judicial No. 104 del 31 de mayo del 2007.


	SANCIONES POR ATRASO EN EL PAGO DE CUOTAS EN COLEGIO DE INFORMATICOS. 

Los artículos se impugnan en cuanto establecen un procedimiento excesivamente gravoso para el levantamiento de la sanción impuesta por morosidad, que en la práctica hace imposible reincorporar a los profesionales suspendidos en el ejercicio efectivo de sus labores, lo cual viola su derecho al trabajo.




	  4. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS


	04-06482-0007-CO

Voto Nº 2006-14641
	Recurso de Amparo, interpuesto por Carlos Herrera Calvo y otros contra los artículos 32, 61 inciso c), 80 incisos 3) y h), 101, 102 y 103 del Reglamento Autónomo de Servicios  del Banco Central de Costa Rica y sus Órganos  de Desconcentración Máxima.  Boletín Judicial No. 104 del 31 de mayo del 2007.

	03-08459-0007-CO

Voto N° 2006-06730
	Acción de Inconstitucionalidad, promovida por José Manuel Echando Meza contra los artículos 9, 49, 53 y 77de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico  de la Vertiente Atlántica (JAPDEVA).  Boletín Judicial No. 104 del 31 de mayo del 2007.

	03-08459-0007-CO

Voto N° 2006-16836
	Se anula el texto  de la resolución 2006-6730 que indica: “En casos excepcionales a juicio de JAPDEVA, este plazo de (10) diez años podrá reducirse.” Contenido en el párrafo 3° del artículo 7 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Administración Portuaria y Desarrollo de la Vertiente Atlántica.  El artículo 53 debe ser interpretado, conforme a la Constitución, en el sentido que el monto negociado por la Junta para compensar el costo de vida de acuerdo con el índice de precios al consumidor de la zona caribe, puede ascender hasta la cifra residual de dicho importe, una vez restado el aumento decretado por le Poder Ejecutivo…”  ).  Se corrige error material.  Boletín Judicial No. 104 del 31 de mayo del 2007.
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AMBIENTE 

7281-07. PROBLEMAS QUE GENERA INDUSTRIA. Alega el recurrente que en un lote contiguo a su casa de habitación, desde hace mucho tiempo viene funcionando una industria que se dedica a la venta y el empaque de carne de pavo. Producto de esa actividad, se producen sonidos muy fuertes que atentan contra la salud de la parte amparada, siendo que la compañía en mención no respeta los horarios establecidos y el ruido generado por los motores de los contenedores y de las cámaras de refrigeración se vuelve insoportable, a lo que se suman los malos olores que se generan, sobre todo los fines de semana, cuando las cajas donde se transporta la carne de pavo son apiladas sin lavar, pese a las gestiones realizadas ante el Ministerio de Salud, no se ha arreglado el problema. Se declara con lugar el recurso en cuanto al Área Rectora de Salud de Belén-Flores. Se le ordena a la Directora a.i. del Área Rectora de Salud de Belén-Flores, que inmediatamente, coordine lo necesario para realizar una nueva medición sónica en las instalaciones de la empresa Capoem de Belén S.A. y en caso de persistir el problema de contaminación sónica denunciado, que adopte las medidas sanitarias que correspondan. Se declara sin lugar el recurso respecto a la Municipalidad de Belén. CL
6577-07. DENUNCIA POR PROBLEMAS AMBIENTALES QUE GENERA EMPRESA PRIVADA. Alega el recurrente que la empresa Del Oro, ubicada en La Cruz de Guanacaste no ha cumplido con la normativa ambiental vigente y acusa que las autoridades públicas no han hecho nada por arreglar el problema, a pesar de las sentencias emitidas por la Sala. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota las autoridades recurridas de lo señalado en el considerando VI de la presente Sentencia. SL
6315-07. PERMISOS OTORGADOS A GRANJAS ATUNERAS. Señalan los recurrentes que tanto el Ministerio de Ambiente y Energía como la Secretaría Técnica Nacional Ambiental otorgaron las respectivas autorizaciones a la empresa Granjas Atuneras de Golfito S.A, para realizar el cultivo de atunes, a pesar que el Estudio de Impacto Ambiental elaborado omite referirse a extremos de gran relevancia para el ambiente, y que no fue consultado a los vecinos de la zona, ni a la comunidad indígena Reserva Conte Burica. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al principio precautorio en materia ambiental. Se ordena a la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, que suspenda la ejecución del proyecto de Granjas Atuneras de Golfito S.A. hasta tanto su dependencia no realice los estudios técnicos necesarios para determinar cuáles medidas deben adoptarse para superar la contradicción encontrada entre lo señalado en el informe rendido bajo juramento y en la contestación de la empresa Granjas Atuneras de Golfito S.A. en el sentido de que las corrientes tienen un carácter dispersante de los desechos metabólicos al ser rápidas y moverse hacia fuera del Golfo, y lo señalado en la página 135 del Estudio de Impacto Ambiental en cuanto a la lentitud de las corrientes marinas y su posible efecto sobre los desperdicios metabólicos al moverse hacia adentro del Golfo. Debe dicha autoridad garantizar en forma previa y con razonable certeza que dichos desperdicios metabólicos no producirán una violación al ambiente. Tomen nota la empresa recurrida y el Instituto Costarricense de Pesca y Acuacultura sobre lo indicado en la parte considerativa. CL Parcial
6121-07. FIESTAS CÍVICAS EN ALAJUELITA. Manifiesta el recurrente que las Fiestas Cívicas de Alajuelita lesionan sus derechos fundamentales, toda vez que producen contaminación tanto ambiental como sónica, además le impiden el libre tránsito a su propiedad. Acusa que las patentes de licor no cumplen con los requisitos legales. En este caso, contrario a lo que indica el recurrente, consta que la actividad cuenta con los permisos de ley otorgados por las autoridades competentes. Se hace un análisis de los derechos a la recreación y la tranquilidad. SL
6246-07. PROTECCION DE HUMEDAL EN PUNTARENAS. Indica el accionante que el Ministro del Ambiente y Energía, la Alcaldesa Municipal de Puntarenas y la Ministra de Salud, no contestan sus denuncias sobre la afectación de un Humedal ubicado en la Calle El Arreo, camino hacia la Ciudadela Bella Vista. Indica que se han realizado rellenos para construir viviendas, a vista y paciencia de las autoridades recurridas. A pesar de tener la potestad de ejecutar medidas administrativas, tendentes a resguardar el Humedal. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado y la Municipalidad de Puntarenas al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquesele esta resolución a la Procuradora General de la República para lo correspondiente en cuanto a la estimatoria de este amparo. CL
6117-07. PROBLEMAS QUE GENERA BENEFICIO DE CAFÉ EN ACOSTA Y ASERRÍ. Señala el recurrente que en Potrerillos de San Ignacio de Acosta la Asociación de Productores Agropecuarios de las comunidades de Acosta y Aserrí (ASOPROAAA) está explotando un beneficio de café, que ha puesto en peligro varios ojos de agua y quebradas de la zona.  Argumenta que se ha interpuesto la denuncia respectiva ante la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, que la transfirió al Ministerio de Ambiente y Energía y que ahora se tramita en el Tribunal Ambiental bajo expediente 46-06-03 TAA; sin embargo, en el ínterin no se ha solucionado nada, lo cual pone en peligro el recurso hídrico pues se está contaminando con lixiviados el manto acuífero de la zona.  En este caso, la Sala que no se cuenta con evidencia que respalde el dicho del recurrente. Se declara sin lugar el recurso.  Tome nota el Director del Área Rectora de Salud de Acosta, Región Central Sur del Ministerio de Salud de lo indicado en el Considerando V. SL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
7896-07. SE ACUMULA CONSULTA FACULTATIVA DEL TLC. Consulta Legislativa Facultativa respecto del proyecto de ley "Tratado de Libre Comercio República Dominicana, Centroamérica y los Estados Unidos", expediente legislativo número 16.047. Acumúlese esta consulta a la que bajo expediente número 07-005632-0007-CO se tramita ante esta Sala. Se solicita al Presidente de la Asamblea Legislativa el envío del expediente legislativo número 16.047 completo, o bien copia certificada, dentro del plazo de ocho días hábiles. Acumulación 

BANCARIO 
6317-07. INFORMACION CREDITICIA. Alega la recurrente que aparece en forma indefinida en los registros del Banco Popular, como fiadora morosa desde 1987, debido a una deuda incobrable por culpa de la misma entidad, ya que nunca le fue notificada la morosidad imputada, sin embargo aparece manchando su récord crediticio. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Vargas y Armijo salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
COLEGIOS PROFESIONALES
7663-07. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SEGUIDO POR EL COLEGIO DE ABOGADOS. Alega la recurrente que se lesionó su derecho al debido proceso, en un Procedimiento Administrativo Disciplinario iniciado en su contra por parte de la Fiscalía del Colegio de Abogados, por cuanto en el acta de la audiencia oral y privada no se transcribió la totalidad de la misma, además no se incorporó toda la prueba. Cuestiona además, la competencia de la autoridad recurrida para iniciar un Procedimiento Administrativo en su contra. Con base en lo analizado en la sentencia, la Sala concluye que no existe lesión alguna a los derechos fundamentales de la recurrente, particularmente al debido proceso y su corolario, el derecho de defensa, por lo que lo procedente es declarar sin lugar el recurso. SL
7123-07. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO CONTRA COLEGIADO. Señala el recurrente que el Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica inició un procedimiento administrativo en su contra, en el cual no se respetaron los elementos del debido proceso, pues se superaron los plazos establecidos por la Ley General de la Administración Pública para resolver y sancionar. Aduce que los acuerdos 207-2003 y 430-2006  de la Junta Directiva del Colegio recurrido no cumplen con las formalidades que debe contener el acto, tales como intimación, derechos y obligaciones. Agrega que además el Jefe Financiero sin ser nombrado como órgano director o estar autorizado para resolver o representar a la Junta Directiva, es el que firma los citados acuerdos. Por otra parte, afirma que la notificación de la resolución inicial del procedimiento se realizó vía fax y no en forma personal. En este caso, contrario a lo que afirma el recurrente, consta que en el procedimiento en su contra, se respetó el debido proceso y derecho de defensa. SL
6615-07. REQUISITO DE INCORPORACION AL COLEGIO DE CONTADORES. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 3 inciso e) de la Ley de Creación del Colegio de Colegio de Contadores Públicos e inciso b) del artículo 30 del Reglamento de esa Ley. La normativa es por las siguientes razones: a.) que la norma legal establece como condición para el libre ejercicio de la contaduría pública, el tener como mínimo dos años de práctica en esta profesión "en las condiciones que determine el reglamento respectivo", siendo la norma reglamentaria la que determina el tipo, contenido y condiciones de esa práctica, siendo que es materia que está reservada a la ley; b.) que la práctica profesional se constituye en una condición es desproporcionada e irrazonable, ya que se trata de una profesión titulada –lo cual es garantía de idoneidad técnica–; c.) que esta exigencia es violatoria del principio de igualdad, en tanto no existe ninguna razón o motivo para exigirla, siendo que en las otras carreras tituladas no se exige; d.) que el texto de la norma reglamentaria es ambiguo y confuso, dando lugar a diversas interpretaciones arbitrarias y antojadizas, en perjuicio de los titulados. Se declara parcialmente con lugar la acción, de manera que se anula del ordenamiento jurídico la palabra "complejas" contenida en el artículo 30 inciso b) del Reglamento del Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica, número 13.606-E, del veinticinco de abril de mil novecientos ochenta y dos, según reforma por el artículo primero del Decreto Ejecutivo número 30.370, del treinta de abril del dos mil dos. Esta inconstitucionalidad es declarativa y retroactiva a la fecha de entrada en vigencia de la palabra anulada, sea el quince de mayo del dos mil dos. En lo demás, se declara sin lugar la acción, debiendo aplicarse las normas en la forma indicada en esta sentencia. CL Parcial
COMERCIO
7310-07. CIERRE DE NEGOCIO. Acusa el recurrente que es propietario de un negocio comercial denominado "Restaurante y Bar Sabroso", para lo cual cuenta con las patentes comercial y de licores correspondientes al día.  Indica que los permisos autorizan la operación normal del local en un horario de las 12:00 medio día a las 02:30 de la mañana; sin embargo, funcionarios de la Municipalidad de Mora se apersonaron al local junto con dos oficiales de la Fuerza Pública y procedieron al cierre del negocio. En este caso, consta que el cierre cautelar que se dio por el incumplimiento de horarios. SL
7316-07. CIERRE DE NEGOCIO. ASUNTO PENDIENTE EN VIA JUDICIAL. Señala el recurrente que a pesar que interpuso un incidente de suspensión ante el Juzgado Contencioso Administrativo el cual no ha sido resuelto, la autoridad recurrida procedió al cierre de su local comercial,  alegando actuar bajo órdenes de la Procuraduría General de la República, y sin contar con una resolución de parte de la Administración de Grandes Contribuyentes de la Dirección General de Tributación Directa ni haber observado procedimiento alguno ni haber sido puesto al corriente de actuación alguna ejercida en su contra por la Procuraduría General de la República. En este caso, consta que al recurrente se le dio debido proceso. Asimismo, la actuación de la Procuraduría General de la República es conforme al ordenamiento jurídico, por las razones indicadas en la sentencia. Sobre la orden de cierre cuando existe un proceso en el Juzgado Contencioso Administrativo, pendiente de resolver, se cita la sentencia 14191-06. Se reitera el criterio emitido en la sentencia 1080-04, en el sentido de que la autoridad administrativa debe suspender el ejercicio de su competencia en el caso concreto siempre y cuando conste que la autoridad judicial haya emitido una orden deteniendo la ejecución del acto administrativo de cierre. SL
7198-07. CIERRE DE NEGOCIO. Alega la recurrente que el Bar Hotel Bachata cuenta con las licencias para el servicio de Bar y Hotel como actividades independientes, así como la de espectáculos públicos para la presentación de bailarinas en el área de bar.  Señala que en forma totalmente arbitraria, el Departamento de Patentes cambió la actividad principal para el negocio disponiendo que es la de hotel, de modo que al solicitarse la renovación de la patente de licores, previo cumplimiento de todos los requisitos de ley, el Alcalde Municipal la niega indicando que el Hotel no califica, cuando éste es una actividad independiente, secundaria y accesoria, que no tiene nada que ver con la patente de licores. Aduce que el Departamento de Patentes ordenó el cierre de su establecimiento comercial. En este caso, consta que la autorización para funcionar como bar ha sido accesoria, como actividad secundaria al amparo de un servicio que brinda el hotel a sus huéspedes, pero nunca como el principal y que la clausura, fue ejecutada únicamente para el área del bar, no así para el funcionamiento del hotel. SL 

7230-07. CIERRE DE BALNEARIO OJO DE AGUA. Alega el recurrente el cierre del Balneario de Ojo de Agua, sin debido proceso. Según consta en este caso el cierre se debió a que carecía de permiso sanitario de funcionamiento desde julio de 2003 y no fue sino hasta después que se dispusiera su clausura, que los administradores presentaron la solicitud del permiso. SL
6261-07. MODIFICACION DE HORARIOS DE LOCAL COMERCIAL SIN DEBIDO PROCESO. Señala el recurrente manifiesta que a su negocio se le otorgó patente de restaurante y bar desde el año 1986, y desde entonces ha funcionado de forma continua y en el mismo lugar. Señala que el 5 de enero del año en curso se pagó a la Municipalidad de Moravia, los impuestos para ejercer la actividad comercial permitida por la licencia comercial de restaurante y bar, siendo que dicha Corporación Municipal expidió la licencia comercial para el período 2007. Indica que el 27 de febrero del presente año se le otorgó al local comercial amparado la renovación del permiso sanitario de funcionamiento por parte del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, en forma intempestiva y sorpresiva, el Encargado de Patentes de la Municipalidad recurrida, se le notificó el acuerdo tomado por el Concejo Municipal, en el cual se adecua en los registros del Departamento de Patente, la calidad y atributos de la licencia comercial y, por ende, también se ajusta el horario de atención a partir de las 11:00 hasta las 24:00 horas. Acusa que en ningún momento fue intimado del acuerdo del Concejo Municipal impugnado, que el oficio DPMM-046-03-2007 citado carece de la correcta intimación y no establece la posibilidad de defensa ni establece los medios ni las instancias a través de las cuales podrá defenderse y, no conoce de la existencia de un procedimiento administrativo dirigido a cambiar el estatus de su licencia comercial, de donde se le ha dejado en estado de indefensión y afectándolo dada la revocatoria del permiso otorgado a su negocio.  Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo número 569 artículo 7 tomado por el Concejo Municipal de Moravia en la sesión ordinaria 42 del 19 de febrero de 2007 que impuso la restricción de horarios al negocio amparado. Deberán los recurridos subsanar los trámites conforme a las reglas del procedimiento de lesividad. CL
06122-07. INS RECHAZA FACTURAS DE NEGOCIOS DE VENTA DE REPUESTOS. La recurrente reclama que el INS rechaza las facturas que presentan los clientes de la empresa amparada —dedicada a la venta de repuestos y partes automotrices— porque no cuenta con local abierto al público ni inventario de repuestos, lo que es falso. La decisión perjudica no solo a los clientes, sino también a la empresa misma, por lo que solicita a esta Sala que obligue al INS a aceptar las facturas, a indemnizar a la empresa amparada por el daño causado y a sancionar a los funcionarios culpables. En este caso se considera que lo planteado se trata de un asunto que no debe dilucidarse en esta sede. Si se interpretara que toda lesión económica o a la imagen de una empresa lesiona derechos fundamentales, esta Sala invadiría la competencia de los tribunales llamados a sentar la responsabilidad civil por daños causados, por lo que será en allí donde debe la recurrente dirigir su reclamo. SL

CONTRALORÍA
6611-07. POTESTAD DISCIPLINARIA DE LA CONTRALORÍA.  Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 4° último párrafo, 7, 12, 68 y 69 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Alega el accionan que la potestad, atribución o competencia de la Contraloría para que sus decisiones sean vinculantes para la administración activa, la convierte en coadministrador, en Administración activa, no obstante ser un órgano que solo puede controlar la legalidad de los actos y no la oportunidad, conveniencia o mérito de los mismos. Este Tribunal recientemente analizó las potestades fiscalizadoras y sancionadoras de la Contraloría General de la República, mediante resolución 13926-06. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se indica que la potestad de vigilancia de la Contraloría General sobre la Hacienda Pública va más allá del mero control de legalidad, pues su objetivo es garantizar la adecuada administración de los fondos públicos. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Armijo pone nota. RF
6202-07. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ANTE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. Señala el recurrente que en su contra abrió en la Contraloría General de la República un procedimiento administrativo, que se refiere a los mismos hechos que ya fueron conocidos tanto en sede administrativa como en sede penal. En este caso se aplica al accionante el artículo 72 de su Ley Orgánica de la Contraloría, esta norma impone la prohibición del ingresar a la Hacienda Pública a quien haya cometido un delito o falta grave en su perjuicio. Sobre el tema se cita la sentencia 6018-05. SL
CONTRATOS O LICITACIONES
7670-07. SANCION POR INCUMPLIMIENTO CONTRACTUAL. Señala la recurrente que Radiográfica Costarricense sancionó a su representada por la entrega tardía de algunas guías telefónicas y, mediante resolución N° 20.GR.186.2007dictada por la Gerencia General de la recurrida, se impuso a su representada una sanción económica, acumulativa, desproporcionada e irracional. Considera la Sala que lo planteado es un asunto de legalidad que no corresponde ventilarse en esta vía. SL 

7223-07. EJECUCION DE CONTRATO. Alega el recurrente que la administración se niega a ejecutar el contrato que quedó firme a partir que caducó la acción para declarar la nulidad evidente y manifiesta del acto administrativo, por el cual se adjudicó a la amparada una licitación número 99-109. En reiteradas ocasiones esta Sala ha indicado que el determinar la procedencia o no de la  ejecución de un acto administrativo,  es un conflicto de legalidad ordinaria que no corresponde ser ventilado en esta sede. Sobre el tema se cita la sentencia 6376-01. SL
7304-07. EJECUCION DE GARANTIA DE CUMPLIMIENTO. Alega que Acueductos y Alcantarillados ejecutó la garantía de cumplimiento contractual, sin haberle otorgado el derecho a un debido proceso.  En este caso, consta que al recurrente se le dio debido proceso; no obstante, la revisión de lo resuelto por la administración es un asunto de legalidad que ventilarse ante la jurisdicción contencioso administrativa y no ante esta sede. SL
6329-07. LICITACION ABREVIADA. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 45, 81 y 84 de la Ley de Contratación Administrativa; así como los artículos 19.b, 98, 173 y 186 de su Reglamento. Señala el accionante que las normas impugnadas crean una situación de desigualdad, a la vez que lesionan los principios de libertad de comercio y de contratación administrativa, en cuanto limitan la participación de oferentes en los procedimientos de licitación abreviada promovidos por el Estado y sus instituciones. Explica que, en dichos trámites, se restringe la participación a determinado número de proveedores del bien o servicio contratado, acreditados en el registro correspondiente, impidiendo a la correspondiente Administración considerar propuestas -incluso más favorables- de terceros no invitados pero que hayan presentado en tiempo su oferta. Por su parte, considera que los artículos 81 y 84 de la LCA tornan nugatorio el derecho de los interesados a acudir en apelación ante la Contraloría General de la República, con infracción del derecho de defensa (doble instancia): el primero, dado que solamente admite la impugnación del cartel ante la propia administración licitante; y el segundo debido a los elevados montos a los que condiciona la admisibilidad del recurso. Finalmente, manifiesta  que el artículo 19.b del RLCA extiende, por vía reglamentaria, los alcances de la sanción de inhabilitación que establece el numeral 100 de la LCA, puesto que ésta última no señala que esa pena alcance a todo el Sector Público, como lo hace la norma atacada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se dispone rechazar por el fondo la acción. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Jinesta y Cruz coinciden con el voto de mayoría, salvo en cuanto al artículo 45 de la Ley de Contratación Administrativa y ordenan dar curso a la acción. RF
DERECHO A LA EDUCACIÓN

7776-07. CIERRE DE ESCUELA COMO MEDIDA DE PRESION.  Alega el recurrente el cierre de portones que ha dispuesto la Junta de Educación de ese Centro Educativo como medida para impedir que la Directora de la Escuela Líder de Paso Tempisque, Carrillo, Guanacaste cumpla con su trabajo, lo que supone que los menores educandos reciban sus lecciones normalmente. Considera la Sala que la medida -avalada por la Junta de Educación-, no solo perjudica la continuidad del servicio público, al  impedírsele a los docentes nombrados en ese Centro Educativo impartir normalmente las lecciones, sino les impide a los educandos recibir sus lecciones regularmente, con el consecuente perjuicio que ello representa en su formación académica. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta de la Junta de Educación de la Escuela Líder de Paso Tempisque, Carrillo, Guanacaste, que se abstenga de incurrir en los mismos hechos que sirvieron de fundamento para acoger este amparo. CL
7278-07. CIERRE DE PREESCOLAR. FALTA DE NOMBRAMIENTO DE PROFESORES. Señala el recurrente que  el Ministerio de Educación cerró el nivel de Educación Preescolar Modalidad Heterogénea de la Escuela Abraham Farah Mata, ubicada en   Zapotal de Nandayure, aduciendo falta de matrícula, sin tomar en cuenta los intereses y compromisos asumidos ante la población usuaria. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, si no lo ha hecho todavía, realizar de inmediato el trámite correspondiente para que la Escuela Abraham Farah Mata, código 2380 ubicada en Zapotal de Nandayure, cuente en el menor tiempo posible con el código y el docente en Educación Preescolar Modalidad Heterogénea. CL
6189-07. CIERRE DE CURSO LECTIVO. Señalan los recurrentes que a principios del actual curso lectivo  se les notificó a los padres de familia de dos  niños, que por edad tienen derecho a asistir al Ciclo Materno Infantil, pero que el Código Heterogéneo se había cerrado por no contar con el mínimo requerido de diez estudiantes.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, que de inmediato tome las previsiones que en derecho corresponda para que se implemente en la Escuela Solania la modalidad educativa que técnicamente proceda y que garantice el acceso a la educación de los menores amparados, en los niveles educativos que nuestro ordenamiento jurídico contempla como de obligatorio cumplimiento. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
7481-07. NIEGAN INFORMACION SOBRE EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES TURISTICAS EN EL LAGO ARENAL. Alega el recurrente que planteó ante el Coordinador del Departamento de Proceso Registro y Control de Inmuebles (DABI) y la Dirección Administrativa de Bienes Inmuebles del Instituto Costarricense de Electricidad una solicitud para revisar y fotocopiar los expediente en los que se tramitara algún tipo de permiso para desarrollar actividades turísticas en el Lago Arenal y para tener conocimiento en qué consisten dichos permisos y sus alcances; no obstante, se le negó la información a través de una respuesta sin motivación. Se declara con lugar el recurso por violación a lo dispuesto en el artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena al Coordinador del Proceso de Registro y Control de Inmuebles y al  Director Administrativo de Bienes Inmuebles, ambos del Instituto Costarricense de Electricidad, brindar acceso y facilitar de inmediato al amparado la información solicitada que  no tenga carácter confidencial, conforme a lo dispuesto en el último considerando de esta sentencia. CL
6867-07. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE MUNICIPAL AL ARRENDATARIO DE LOCALES. Alega el recurrente que no le dieron acceso a expediente administrativo que se lleva en la Municipalidad de Golfito, en donde están involucrados dos negocios que alquila, aduciendo que no es posible acceder al expediente requerido, sin la autorización de los propietarios del inmueble donde se ubican los locales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa y Presidenta del Concejo, ambas de la Municipalidad de Golfito, que le brinden inmediatamente acceso al expediente en el que se tramita una denuncia contra el recurrente. CL 

5255-07. NIEGAN INFORMACION SOBRE ARREGLO PROPUESTO POR ALTERRA. Alegan los recurrentes la violación al derecho tutelado en el artículo 30 de la Constitución Política, ya que el Consejo Técnico de Aviación Civil les denegó el acceso al documento planteado por Alterra Partners –gestor interesado del aeropuerto Juan Santamaría-, como solicitud de arreglo o propuesta ante ese Consejo. Se declara con lugar el recurso, por la violación del derecho de acceso a la información administrativa. En consecuencia, se ordena a la Presidenta del Consejo Técnico de Aviación Civil (CETAC), que -de manera inmediata- proporcione a los amparados acceso a la solicitud de arreglo planteada ante ese Consejo por Alterra Partners, que fue solicitada el 31 de enero del 2007, y que les fuera denegada mediante nota del 12 de marzo del 2007. Se aclara que el costo de la reproducción del documento corresponde a los recurrentes. El Magistrado Solano coincide con el voto de mayoría, pero expresamente deja a salvo datos confidenciales, ó información sensible de la empresa, lo que deberá determinar la Administración. CL
DERECHO A LA SALUD

7485-07. MEDICAMENTO. Alega el recurrente que en septiembre del 2006, su médico tratante en el centro médico accionado le diagnosticó osteoporosis,  razón por la cual le prescribió el medicamento correspondiente; no obstante, no le han entregado los medicamentos que requiere. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, al Director General y  Director del Servicio de Farmacia, ambos del Hospital Monseñor Sanabria, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata se entregue al amparado, el medicamento "alendronato", bajo la estricta responsabilidad del médico tratante del Hospital Monseñor Sanabria. CL
7484-07. OPERACIÓN. Alega el recurrente que la amparada, sufre de desgaste en la cadera, por lo que hace dos años se le realizó un trasplante en la cadera izquierda, quedando pendiente realizarle el reemplazo total en la cadera derecha. Añade que en el Hospital recurrido le indicaron que quedaría en lista de espera pero a la fecha de presentar el amparo, no la han llamado para realizarle la cirugía. Añade que los dolores que sufre son muy fuertes, impidiéndole caminar. Indica que no está tomando ningún tratamiento pues ese centro hospitalario le suspendió el que  le estaban suministrando.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General y al Coordinador de la Clínica de Reemplazos, ambos del Hospital San Juan de Dios, que dispongan lo necesario a fin de que, de conformidad con las valoraciones médicas del caso concreto y según la lista de espera de los pacientes del Servicio de Ortopedia, se coordine inmediatamente la programación de forma cierta y precisa de la fecha en que se le hará la intervención quirúrgica que la amparada necesita. CL
7487-07.ATENCION MÉDICA.  Señala el recurrente que en el Área de Salud de Grecia de la C.C.S.S.,  se le dio una referencia para ser atendido en el Servicio de Neurología de la Clínica Marcial Rodríguez. Alega que se  ha apersonado a dicha Clínica, en donde se le indicó que debía esperar a que algún asegurado no se presentara para ocupar su lugar, lo cual ha hecho en los pasados días, sin resultado positivo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo; al Director General de la Clínica Marcial Rodríguez Conejo de Alajuela; y al Jefe del Servicio de Medicina del Hospital San Rafael; todos de la Caja Costarricense de Seguro Social, girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias para que se le suministre al amparado el tratamiento apropiado para su padecimiento, para lo cual deberá ser valorado, dentro del improrrogable término de cinco días contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
7486-07. OPERACIÓN. Manifiesta la recurrente que desde el 22 de diciembre de 2006 se le realizaron los exámenes preoperatorios debido a que tiene piedras en la vesícula, fecha desde la cual está esperando que se le extienda una orden de internamiento, la cual no se le ha dado por razones de espacio. Señala que conforme pasa el tiempo, sus crisis son más frecuentes y más fuertes. Finalmente, señala que se le ha enviado en al menos cuatro ocasiones con referencias  para ser intervenida quirúrgicamente expedidas por  los médicos de la Clínica Solón Núñez Frutos, sin resultado alguno. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Hospital San Juan de Dios, disponer inmediatamente, lo necesario para que a la amparada se le realice la intervención quirúrgica que requiere, según la recomendación de su médico tratante. CL
7849-07. TRATAMIENTO DE RADIOTERAPIA. Alega la amparada se le diagnosticó adenocarcinoma gástrico, por lo que fue intervenida quirúrgicamente y se le practicó una Laparatomia Exploratoria más Gastroectiopia Total Esófago Duodeno Anastatomosis y Calecistectomía, su médico tratante recomendó que la amparada iniciara tratamiento de quimioterapia en conjunto con la radioterapia; no obstante, la Comisión de Oncología de la Gerencia Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social rechazó la solicitud del tratamiento de Radioterapia con Acelerador Lineal, argumentado que no se encuentra institucionalmente normado; que no se inicia a ningún paciente, como el caso de la amparada, con más de 6 semanas transcurridas desde la cirugía. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital Dr. R. Ángel Calderón Guardia, que en forma inmediata tome las medidas necesarias y gire las instrucciones pertinentes  a fin de que garantizar que la amparada reciba el tratamiento médico que requiere, para atender adecuadamente su padecimiento, según la indicación de su médico tratante. CL
7332-07. CAMBIO DE MEDICAMENTO. Alega el recurrente que padece de Epilepsia Refractaria, Derivación Ventricular Peritoneal, Hipertiroidismo, Parkinsonismo Secundario, por lo que le recetaron por un mes, Valproato de Sodio. Señala que este medicamento le causó mareos, vómito, a tal punto que tuvo que acudir a Emergencias del Hospital Calderón Guardia, mientras se tramitaba la compra de VALPAQUINE el cual tomó por un año y durante ese tiempo, presentó una gran mejoría en su estado general. En el año 2004 le cambiaron VALPAQUINE por un genérico "VALPROATO DE SODIO" el cual ocasionó que su estado de salud empeorara; no obstante, no le fue aprobado por el Comité encargado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo y Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que gire las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que en forma inmediata se le suministre al amparado, el medicamento Valpakine hasta que la Caja realice la compra del nuevo medicamento, todo en coordinación con su médico tratante. CL
6968-07. TRATAMIENTO MEDICO. Alega la recurrente que que se le diagnosticó un cáncer gástrico en estado muy avanzado, por lo que fue intervenida quirúrgicamente en curso en el Hospital San Juan de Dios.  Según lo indicado por el médico tratante, para poder sobrevivir debe recibir sesiones de quimioterapia combinadas con radioterapia pero aplicadas con un acelerador lineal; sin embargo, la Comisión Asesora de Oncología de la Gerencia Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social le negó dicho tratamiento bajo el argumento que no se le había realizado un protocolo de previo a la cirugía, protocolo que es imposible cumplir porque fue operada. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General Interino del Hospital México, que dispongan inmediatamente las gestiones que sean necesarias para brindarle a la amparada el tratamiento dispuesto por sus médicos tratantes como consecuencia del cáncer gástrico que le fue diagnosticado, bajo la responsabilidad médica de estos últimos. CL
7129-07. OPERACIÓN. Señala la recurrente que le fue lesionado su derecho a la salud del amparado porque padece de hernia inguinal y requiere una cirugía; en el Hospital Dr. Fernando Escalante Padilla le indicaron que estaría en lista de espera pero desde hace nueve meses esperan que lo llamen para practicarle la cirugía, pero hasta el momento de interponer el amparo no ha sido posible. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
6559-07. CIRUGIA. Señala la recurrente que fue diagnosticada de un padecimiento denominado túnel carpal bilateral y se le remitió del Instituto Nacional de Seguros al Hospital Dr. Calderón Guardia para que se le interviniera quirúrgicamente, sin que hasta ahora las autoridades de la CCSS, le hayan brindado la atención necesaria. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, disponer lo necesario para que a la recurrente se le fije fecha para la realización de la cirugía que requiere dentro del plazo de dos meses contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
6499-07. CITA MÉDICA.  Alega el recurrente que padece de cataratas en su ojo izquierdo, y que por ese motivo ha sido atendido en el Área de Salud Paraíso-Cervantes (EBAIS 8) de la Caja Costarricense de Seguro Social. Aduce que su médico le confeccionó una hoja de referencia para tratar su padecimiento con un especialista en el Servicio de Oftalmología del Hospital Max Peralta. Sin embargo,  en el referido hospital se le asignó cita hasta para febrero del año dos mil nueve. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Médico y Jefe del Servicio de Oftalmología, ambos del Hospital Dr. Max Peralta, que giren las ordenes y emitan las instrucciones respectivas que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias, para que dentro del plazo de un mes contado a partir de la comunicación de esta sentencia, dispongan lo necesario a fin de que al amparado se le reprograme su cita de valoración con el especialista respectivo en el Servicio de Oftalmología del hospital que representan, y así determinar lo que corresponda en atención a sus condiciones de salud actuales. CL
6313-07. OPERACIÓN. Señala la recurrente la violación del derecho a la salud de la amparada, menor de edad, pues pese a que tenía programada operación de columna para el 8 de marzo del 2007, ésta no se realizó por falta de equipo, con el agravante de que hay un problema de filtrado de agua, en  las salas de operación. Se declara con lugar el recurso.  Se le ordena al Director General del Centro Nacional de Rehabilitación y al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que si aun no lo han hecho, dispongan inmediatamente las acciones pertinentes para que,  cuando se cumplan las condiciones técnico-médicas requeridas para la intervención quirúrgica, se disponga lo necesario para realizar la operación de escoliosis que necesite, según su médico tratante, la amparada menor de edad. CL
6312-07. ATENCION MÉDICA. Señala el recurrente que desde junio de 2003 ha sido sometida a varias operaciones en la Caja Costarricense de Seguro Social, en donde se le diagnosticó un cáncer papilar-tíroideo. Dada la gravedad de su enfermedad y la gran cantidad de efectos secundarios y crónicos que ha seguido enfrentando después de las cirugías y los diversos tratamientos, la petente ha recibido en consulta externa del Hospital San Vicente de Paúl un estricto seguimiento y control por parte de su médico tratante, quien ha estado atendiéndola desde un principio. Sin embargo, manifiesta que el día 18 de abril del presente año, cuando asistió a consulta, se le informó que en adelante no continuaría siendo atendida por el mismo médico. Afirma que al sufrir cáncer y no ser atendida por un médico especialista en esa enfermedad, teme sufrir un retroceso en su padecimiento. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital San Vicente de Paúl, y al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, disponer lo necesario para que, de inmediato, la recurrente sea atendida por un profesional especialista en Oncología. CL
5942-07. MEDICAMENTO. Señala el recurrente que la amparada sufre cáncer metastático en la mama izquierda y en sus pulmones, siendo que su enfermedad es tratada en el Servicio de Oncología del Hospital San Juan de Dios. En estos términos, su médico tratante le recetó el medicamento Herceptin, pero la Caja Costarricense de Seguro Social se niega a suministrárselo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, y a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro Social, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que en forma inmediata y de acuerdo al consentimiento informado, se le entregue a la recurrente, el tratamiento Trastuzumab, bajo la estricta responsabilidad del médico tratante. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
5940-07. OPERACIÓN. Señala el recurrente que las autoridades recurridas de la Caja Costarricense de Seguro Social, han vulnerado su derecho a la salud, toda vez que, aunado a que no le han brindado el tratamiento adecuado para aminorar su padecimiento, a la fecha, no ha sido programado el día de su hospitalización que le fue recomendada. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

7797-07. IDA NO CANCELA GRAVAMEN DE PROPIEDAD QUE FUE CONDONADA. Alegan los recurrentes que el Instituto de Desarrollo Agrario les adjudicó la Parcela N°1 del Asentamiento Campesino La Laguna, para lo cual se constituyó una hipoteca de primer grado a favor de dicho ente y las limitaciones reguladas por el artículo 67 de la Ley número 2825. Afirman que se les otorgó el certificado de cancelación de la deuda con el IDA; sin embargo, afirman que el IDA no quiere reconocer que la deuda adquirida por ellos fue condonada, ya que no ha cancelado el gravamen hipotecario respectivo ante el Registro Público. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Gerente General con facultades de Apoderada Generalísima sin límite de suma del Instituto de Desarrollo Agrario, que tenga por cancelada la deuda del amparado con ese ente y emita la escritura correspondiente para cancelar la hipoteca que pesa sobre la parcela No. 1 del Asentamiento La Laguna, dentro del plazo de tres meses, a partir de la notificación de esta sentencia, a cuyo efecto deberá realizar los trámites que en derecho correspondan para obtener la transferencia de dinero que corresponda por parte del ente competente. CL

7327-07. DESALOJO DE TIERRAS INDIGENAS. Alega el recurrente que el Ministro de Seguridad Pública dispuso el desalojo sobre 259 hectáreas de terreno ubicadas en la Finca Rayo Sol, en Guatuso y afirma que con dicho desalojo se están expulsando personas indígenas de esa zona, quienes históricamente tienen mejor derecho sobre esas tierras. Sobre el tema planteado la Sala se pronunció en la sentencia 18443-06. Con base en las consideraciones de la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
6795-07. DESALOJO DE ESCUELA PÚBLICA.  Manifiestan los recurrentes, miembros de la Junta de Educación del Centro Educativo La Mina en Santa Ana, que han acudido en diversas oportunidades con anterioridad, ante el Ministerio recurrido para plantear la problemática que se presenta con la Escuela referida, y que mediante escrito de fecha 15 de febrero del 2007, entregado en el Despacho del Viceministro Administrativo de Educación, y en el del Ministro de Educación, el 15 y 20 de febrero de 2007, se consultó nuevamente sobre la situación jurídica del terreno donde se encuentra la Escuela La Mina, pues pertenece a un tercero que amenaza con un desalojo administrativo si no se compra el inmueble, y a la fecha las autoridades correspondientes no han resuelto el problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, que tome las medidas necesarias y gire las órdenes que correspondan para que en el plazo improrrogable de un mes, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se resuelva la situación del terreno donde se ubica la Escuela La Mina, en Río Oro de Santa Ana, y se comunique a los recurrentes. CL
5941-07. PROBLEMAS PRESENTADOS CON VIVIENDAS DE INTERES SOCIAL. Alegan los recurrentes, que son dos familias que viven en la provincia de Limón en el barrio Pacuare Viejo. Indican que hace seis años, solicitaron al INVU un bono de vivienda el cual les fue otorgado, por lo que construyeron sus viviendas, sin embargo al pasar los primeros seis meses notaron que sus viviendas comenzaron a agrietarse en las paredes y el piso. Señalan que se dieron cuenta de que los lotes no eran aptos para construir, llegando al punto de que sus casas se encuentran totalmente dañadas, hundidas y las paredes caídas y aún así han tratado de hacer lo posible para sostenerlas, pero la situación se le ha hecho difícil, por su situación económica.  Alegan que les indicaron que serían reubicados; sin embargo a la fecha han pasado cuatro años y todavía están esperando. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo que en el término improrrogable de cuatro meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, proceda a reubicar a las amparadas, en una vivienda que cumpla con las condiciones adecuadas para habitar. CL
DERECHO DE TRABAJO
7692-07. NOMBRAMIENTO. Alega el recurrente que el Oficial Mayor del Ministerio de Obras y Públicas y Transportes solicitó su nombramiento en propiedad; sin embargo, pese al plazo transcurrido y al acto declarativo de derechos dictado a su favor, las autoridades del Ministerio recurridos no han procedido a su nombramiento. En reiteradas ocasiones este Tribunal ha señalado que la mera comunicación de un nombramiento no genera derecho alguno, pues éste se concretiza por medio de la respectiva acción de personal. Sobre el tema se cita la sentencia 10678-04. En este caso, consta que el nombramiento  nunca llegó a perfeccionarse por medio de una acción de personal. SL
7719-07. ACCESO A EXPEDIENTE POR PARTE DEL OFENDIDO O DENUNCIANTE. Señala el recurrente que a pesar de que es ofendido- en un procedimiento administrativo disciplinario que se tramita actualmente en el Departamento de Relaciones Laborales del MOPT, en  dos ocasiones se le ha denegado el acceso al expediente a fin de estudiar y fotocopiar el expediente administrativo. Esta Sala en reiteradas ocasiones ha considerado que las garantías inherentes el debido proceso no resultan aplicables en las investigaciones preliminares, pues será en el procedimiento administrativo o judicial –si es que existe mérito para iniciarlo- donde se deben respetar en toda su extensión las diferentes manifestaciones de ese derecho fundamental. Sobre el tema se cita la sentencia 2452-97. Se declara sin lugar el recurso  Los Magistrados Armijo, Abdelnour y Sosto salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. SL
7844-07. CAMBIO DE CATEGORIA SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que labora para el Ministerio de Educación Pública con nombramiento en propiedad como agente de seguridad y vigilancia y, desde el año 2003, con ascenso interino como profesor de enseñanza media en el Liceo Pavón, Los Chiles y el Colegio Nocturno de San Carlos. Señala que se le reconoció el grupo profesional MT2 en la Especialidad de Ciencias; no obstante, la Dirección de Personal, sin comunicación ni audiencia previa, cambió su categoría en la Especialidad de Ciencias, del grupo profesional MT2 a MAU1, con aplicación retroactiva al 1° de setiembre de 2006. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la calificación del grupo profesional del amparado consignada como MAU1 en la acción de personal número 3871129 confeccionada el 17 de enero de 2007, con efecto a partir del 1 de agosto del 2006.  Se ordena al Ministro y Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que en forma inmediata dispongan y ejecuten las medidas administrativas correspondientes a efecto de que se le otorgue al recurrente el grupo profesional que venía ocupando. CL
7750-07. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Señala el recurrente que el Ministerio de Educación dictó la resolución inicial un procedimiento disciplinario seguido en su contra. Considera que viola su derecho fundamental al debido proceso, por vicios en la imputación de cargos, la falta de prevención sobre la naturaleza y medida de las sanciones de que puede ser objeto, porque no se le otorga audiencia para una comparecencia oral y privada a efectos de ejercer su derecho de defensa, ni se le pone al tanto del sumario de la prueba de cargo en su contra, a fin de que pueda refutarla, limitándose únicamente a señalar que puede tener acceso al expediente administrativo; reclama, además, que tampoco se le indicó que podía ejercer los recursos ordinarios que le otorga la Ley en contra de la referida resolución. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula la resolución de la Dirección General de Personal del Ministerio de Educación Pública, sin número ni hora, de 24 de enero de 2007, dictada en el expediente número 852-06 que es causa disciplinaria contra el recurrente. CL
7712-07. DESPIDO. APLICACIÓN DE LA LEY DE ENRIQUECIMIENTO ILICITO. Alega el recurrente que fue despedido sin responsabilidad patronal, por haber realizado contrataciones con asociaciones administradoras de los sistemas de acueductos y alcantarillados (ASADAS), falta que no le está expresamente prohibida. Asimismo, alega que se le  aplicó retroactivamente la ley de Enriquecimiento Ilícito, ya que cuando se cometió la falta, la ley no había entrado en vigencia. Además, reclama que a otros funcionarios se les siguió un procedimiento por la misma falta, pero a éstos se les aplicó medidas menos gravosas, mientras que en su caso se dispuso el despido. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. SL
7214-07. NOMBRAMIENTO. Señala el recurrente que labora en el Ministerio de Justicia desde abril del 2000. El 7 de octubre del 2005 publicó en La Gaceta una reforma al Reglamento del Estatuto de Servicios Médicos, Decreto N.° 32670-S que establece en su Transitorio V que las instituciones públicas empleadoras de profesionales en medicina adoptarán acciones por única vez que tienden a nombrar en propiedad a las personas que  cumplan los requisitos que ella establece. Sin embargo, se le comunicó su cese de nombramiento a partir del 2 de enero del 2007, con lo cual contraría aquella normativa, pues cumple con todos los requisitos y tiene derecho a que se le aplique la normativa para obtener la propiedad en la citada plaza. En este caso, la aplicación en el caso concreto de la normativa alegada por el accionante, es un asunto de legalidad que debe ser resuelto en la vía correspondiente. SL 

7299-07. CESE DE NOMBRAMIENTO EN COLEGIO SEMIOFICIAL. Alega el recurrente que laboró interinamente como Director de Enseñanza General Básica en el Centro Educativo Católico San Ambrosio de naturaleza privada pero subvencionado por parte del Ministerio recurrido. No obstante, no le fue renovado su contrato laboral durante el presente curso lectivo. Se alega falta a su derecho al debido proceso. Sobre el tema del personal de los colegios semioficiales se cita el voto 11251-00. SL
7286-07. NIEGAN AUTORIZACION PARA INVESTIGACION. APLICACION RETROACTIVA DE DECRETO. Alega el recurrente que la Comisión Arqueológica Nacional no le aprobó una propuesta de investigación en el área de influencia del Proyecto Hidroeléctrico el Diquís porque no cuenta con el grado de licenciado en Arqueología, dado que la CAN acordó no hacerlo a personas que no cumplan el requisito de ser licenciado en Arqueología, para el cual la fecha límite era el 30 de abril de 2007 y su propuesta excedía ese plazo. Indica que, desde 2002, fue incorporado, como bachiller, al Registro de personas acreditadas por la CAN para realizar estudios arqueológicos y con posterioridad se le ha exigido el requisito de la licenciatura. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto la prevención ordenada por la CAN al recurrente, en cuanto a su deber de obtener el título de licenciado, a efecto de permitirle realizar los proyectos de investigación arqueológica; se ordena a la Presidenta de la Comisión Arqueológica Nacional, que en forma inmediata resuelva la solicitud de aprobación de la propuesta de investigación de "Estudios Arqueológicos en el área de influencia directa del Proyecto Hidroeléctrico El Diquís" conforme a derecho. CL
7209-07. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO. Señala la recurrente que le fue cesado su nombramiento interino en el Ministerio de Educación sin debido proceso. Según consta en este caso, el cese de la accionante se debió a una disminución de matrícula y era la servidora con menor calificación. SL
7287-07. PAGO DE DISPONIBILIDAD DE DEFENSOR PÚBLICO. Alega el recurrente que labora para la Defensa Pública en diversas localidades. Con la entrada en vigencia de los artículos 283, 62, 185, 237 y concordantes del Código Procesal Penal (impulsado a su vez por la Ley Nº 7594), se estableció que los Defensores Públicos tendrían como deber propio de su cargo, la llamada “disponibilidad”. No obstante lo anterior, a partir del 18 de julio del 2002, el Consejo Superior y el Departamento de Personal del Poder Judicial, redujeron los porcentajes y, además, la base del cálculo (que era el salario base más la dedicación exclusiva) establecidos por la Corte Plena en el artículo VIII de su sesión ordinaria Nº 003-1998, celebrada el 2 de febrero de 1998, para cancelar a los Jueces, Fiscales y Defensores Públicos, la atención de la disponibilidad en materia penal, a partir del 1º de enero de 1998. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente en ejercicio del Consejo Superior, y al Jefe del Departamento de Personal; ambos del Poder Judicial, disponer lo necesario para que se reconozca al amparado, de inmediato, su sobresueldo de disponibilidad del 18 de julio de 2002 a la fecha, de acuerdo con lo dispuesto por la Corte Plena en el artículo VIII de la sesión No.003-1998 del 2 de febrero de 1998, y se le continúe pagando de esa forma, hasta que se anule, en su caso, el derecho otorgado. CL
7183-07. SANCION DISCIPLINARIA. Alega el recurrente que en la sanción administrativa que le fue impuesta por parte de la Fiscalía General de la República, no se valoró la prueba y la sanción no fue igual para todos los encartados del procedimiento administrativo disciplinario, por lo que considera que en su caso se dio una sanción improcedente y desproporcionada. Considera la Sala que lo planteado es un asunto de legalidad que debe plantearse en la vía legal correspondiente. RP
7271-07. PLAZO RAZONABLE DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega el recurrente que el procedimiento administrativo disciplinario en su contra se inició el 22 de mayo de 2006 y luego de un año no se ha concluido. Señala que además presentó un incidente de prescripción, el cual fue resuelto el siete de mayo de dos  mil siete, es decir, después de cinco meses de incoado, produciendo con ello una lesión al procedimiento administrativo pronto y cumplido. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Órgano Director del Procedimiento Administrativo en el Instituto Costarricense de Electricidad, que en el término de quince días hábiles, contados a partir de la notificación de esta sentencia debe dictar la recomendación del acto final en el procedimiento iniciado contra el amparado. CL
6960-07. REUBICACION POR RAZONES DE SALUD.  Alega el recurrente que actualmente posee nombramiento en propiedad como profesora de enseñanza preescolar en la Escuela Platanares de la Dirección Regional de San José.  Agrega que, desde el año 2005, ha venido recibiendo tratamiento médico en el Servicio de Otorrinolaringología de la Caja Costarricense del Seguro Social y en el Hospital Universitario Fundación Santa Fe de Bogotá, en Colombia, por problemas debido a una disfonía crónica por deformidad y rigidez de la cuerda vocal.  Indica que ha sido operada en varias ocasiones,  debido al padecimiento citado. Añade que presentó ante la Dirección General de Personal, una petición para la reubicación en funciones administrativas y no le ha sido autorizada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que en el término improrrogable de un mes, contado a partir de la comunicación de esta resolución, se reubique a la amparada en un puesto en el que no sea expuesta su salud, atendiendo a la enfermedad que padece. CL
6699-07. DESPIDO POR AUSENCIAS INJUSTIFICADAS. Alega el recurrente que a pesar de que presentó las incapacidades sin refrendar, la autoridad recurrida sin realizar el debido proceso le informa de su despido sin responsabilidad patronal por ausencias injustificadas al trabajo, actuación que violenta sus derechos de igualdad, defensa, debido proceso. Asegura que existe una persecución laboral por cuanto tiene casi 78 años de edad. Por las razones expuestas en la sentencia, no se acreditó que hubiera alguna lesión a los derechos fundamentales. Esto no significa que no haya habido lesión a sus derechos laborales; será dentro de ese proceso que determine. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
6783-07. REBAJO DE SALARIO POR REESTRUCTURACION. Alega el recurrente que  la Dirección General de Aviación Civil lo reasignó al puesto de Técnico en Información Aeronáutica Tres. Que en esa misma acción de personal se aprobó el otorgamiento de un treinta por ciento del salario por concepto de carreta técnica y otro treinta por ciento del salario por responsabilidad compartida. Que por medio de esa acción se le otorgó el derecho a recibir tales rubros. Que más de diez años después el Departamento de Recursos Humanos de la Dirección General de Aviación Civil emitió acción de personal número 06-1565 del veinte de septiembre del dos mil seis, en que se equiparó su puesto de Técnico en Informática 3  con el puesto de Técnico Aeronáutico AIS/MAP B, lo que implica que ambos puestos son equivalentes y de igual categoría. Que no obstante ello, la recurrida procedió a rebajarle de oficio los rubros de carrera técnica y de responsabilidad compartida, a un veinticinco por ciento cada uno. Que tal rebajo en su salario se dispuso sin audiencia previa -a fin de poder ejercer su derecho de defensa- y no se observó  el debido proceso -pese que se dejó sin efecto un acto declarativo de derechos-. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución URH-33-2006 de las once horas y treinta minutos del 22 de marzo del dos mil seis de la Unidad de Recursos Humanos de la Dirección General de Aviación Civil y se ordena al Director General de Aviación Civil, que le otorgue al recurrente el derecho de defensa con relación a la ubicación por reestructuración del puesto 47804. CL
6714-07. CESE DE INTERINO NOMBRADO POR INOPIA.  Señala la amparada que ha venido ocupando interinamente el puesto de Auxiliar administrativo en el Liceo Diurno de Esparza, que se encontraba vacante. Acusa que a pesar de mantenerse las razones que dieron sustento a su nombramiento, se dejó de prorrogar su nombramiento y en su lugar se nombró a otra funcionaria, también interinamente. Sobre el cese de funcionarios interinos por inopia, se cita la sentencia 0867-1991. SL
6909-07. COBRO POR PAGO DE MÁS SIN DEBIDO PROCESO. Señala la recurrente que el Poder Judicial violentó su derecho al debido proceso y derecho de defensa al no haberse abierto un procedimiento administrativo que le permitiera defenderse, sobre el informe de la Auditoría Judicial, según el cual, la amparada recibió una suma indebida de dinero. Se estimó que su trabajo como Magistrada Suplente debió retribuirse con dietas y no con salario, razón por la cual, la Corte Plena, en lugar de abrir el procedimiento, avaló el informe y ordenó al Consejo Superior ejecutar únicamente, con base en el criterio de la Auditoría Judicial. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo que aprobó las recomendaciones de la Auditoría Judicial y dispuso trasladar las diligencias al Consejo Superior, contenido en el artículo XXVI de la Sesión de Corte Plena 10-06, celebrada el 29 de mayo de 2006. Se ordena al Presidente de la Corte Suprema de Justicia, que se resuelva lo que en derecho corresponda respecto de las recomendaciones de la Auditoría Judicial, contenidas en el estudio 802-290-AF-2005, solo después de haber sido realizado un procedimiento administrativo en el cual la amparada tenga oportunidad de defensa y se le garantice el debido proceso. CL
6589-07. CESE DE NOMBRAMIENTO.  Señala el recurrente que que desde hace tres años, aproximadamente, se desempeña como funcionaria del Juzgado Contravencional de Turrialba, en diferentes puestos, siendo el último como Auxiliar de Servicios Generales, nombramiento que empezó a regir el 12 de marzo en curso y se extendería hasta el 31 del mismo mes. Alega que pese a encontrarse vigente el nombramiento, intempestivamente le fue revocado y en su lugar, nombró a otra persona, con la única explicación que "no se le volvería a nombrar más". Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Juez Coordinador del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Turrialba, que adopte las medidas pertinentes a fin de restituir inmediatamente a la amparada en el puesto #95541, mientras esa plaza se mantenga vacante y no la ocupe un funcionario con mejor derecho -propietario de la plaza o interino con mejores atesados en caso de inopia-. 

6587-07. NIEGAN TRABAJO EN OIJ POR ANTECEDENTES DE FAMILIARES. Acusa el recurrente que a pesar de que reúne todos los requisitos para ser elegible como investigador del Organismo de Investigación Judicial en el proceso  de reclutamiento se le efectuó una investigación de antecedentes, la cual comprendía además de un estudio de su entorno personal,  una consulta al Archivo Judicial sobre sus familiares y parientes, en que aparecen con numerosas causas archivadas, lo que fue motivo para que se le denegara su derecho constitucional de optar  al puesto de su interés (Investigador) por razones ajenas a su condición personal, aún cuando ha cumplido con los requisitos necesarios para tal efecto. La medida se fundamenta en el artículo 12 de Ley Orgánica del Poder Judicial  y "principio de intachabilidad" al que debe responder no sólo interesado sino su familia. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Cruz salva el voto y lo declara con lugar. SL
6433-07. INTERINO POR INTERINO. Señala el accionante que a pesar de estar nombrado en forma interina desde el año 2006 en el Liceo Alejandro Quesada Ramírez, las autoridades del Ministerio de Educación Pública lo excluyeron y, en su lugar, dispusieron nombrar, interinamente, a otra docente en un puesto vacante que surgió en dicha institución. Según consta en este caso, el puesto que le interesa al recurrente, no ha sido declarado vacante por el Departamento de Gestión Cuatro del Ministerio recurrido, por lo que no ha sido nombrado ningún otro funcionario. SL  

6482-07. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. PLAZO. Alega el recurrente que desde principios del año 2006, se le separó de forma provisional de su puesto, sin que exista resolución que fundamente dicho actuar. Asimismo, acusa que las autoridades del Ministerio de Educación Pública han realizado una serie de actuaciones y emitido disposiciones de las cuales no ha sido notificado y, que de igual forma, no se le ha hecho el traslado de cargos sobre los hechos por los que se abrió un procedimiento en su contra. Sobre el plazo de medidas cautelares se citan las sentencias 9232-04, 17485-05 y 11395-06. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Jefa del Área del Régimen Disciplinario del Ministerio de Educación Publica, que emita las órdenes que estén dentro del marco de sus atribuciones y sus competencias, a efecto que, en caso de que no haya concluido el procedimiento disciplinario que motivó la reubicación del amparado, se dicte el acto final dentro del plazo de un mes siguiente a la notificación de esta sentencia. CL
6464-07. ANUALIDADES.  Señala el recurrente que tiene quince años de laborar para el Ministerio de Seguridad Pública, tiempo durante el cual se le han reconocido los aumentos anuales. No obstante, respecto del periodo 04-05 se le ha informado por oficio N.° 9314-06 DRH-RC-IB de 22 de noviembre del 2006 del Jefe de Incentivos y Beneficios, que a partir del 1 de julio del 2007, se le suprimirá el aumento por no contar con la evaluación del desempeño del periodo 04-05, cuando ésta le fue tomada el 18 de abril del 2006 por el anterior Ministro, por lo que desconoce las razones por los que la oficina encargada de las evaluaciones no cuenta con la suya, afectando sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública, que en el improrrogable plazo de quince días contado a partir de la notificación de esta sentencia, gire las instrucciones necesarias para que se realice el trámite de cálculo de aumento anual y se ordene la cancelación inmediata de los montos que por ese concepto se adeudan al recurrente. CL
6486-07. PAGO DE DISPONIBILIDAD.  Indica el recurrente que labora como médico especialista en ortopedia en el Hospital Escalante Padilla de Pérez Zeledón, y se encuentra bajo el régimen de disponibilidad médica, por lo que presentó un reclamo administrativo solicitando el correcto pago del rubro referido, lo cual fue concedido por la Gerencia Médica de la institución sin que se haya hecho el pago efectivo, lo cual estima lesivo de sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, hacer efectivo el pago de las diferencias de las sumas de dinero dejadas de percibir por el recurrente, por concepto de disponibilidad médica, según lo dispuesto en oficio 47313 del 14 de diciembre del 2005 emitido por la Gerencia Médica y el oficio 16429 de fecha 25 de abril de 2006 de la Gerencia de la División Médica, dentro del plazo improrrogable de quince días a partir de la notificación de esta sentencia. CL
6471-07. REVOCAN TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO.  Alega el recurrente que luego de varias gestiones, para obtener un traslado a otro centro educativo por razones de salud, el 1º de febrero del 2007, se le comunicó su traslado en propiedad de la Escuela Duacarí a la Escuela Patio San Cristóbal, como Director de Enseñanza Básica 1, con sustento en el artículo 101, inciso b, del Estatuto de Servicio Civil. Que dicho traslado fue aprobado y consolidado mediante la acción de personal. Con posterioridad, sin darle oportunidad de defensa, se le comunicó que se dispuso dejar sin efecto su traslado en propiedad, para lo que se alegó que el Sub-Director de Personal no estaba facultado para autorizar ese movimiento, y que su oferta de traslado por excepción se había tramitado de forma extemporánea. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio de la Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública Nº DGP-08910-2007. Se ordena al Ministro y a la Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública, restituir al recurrente a la plaza en que se le trasladó en propiedad. CL
6459-07. NIEGAN REINGRESO AL MSP.  Alega la recurrente cuestiona que las autoridades del Ministerio recurrido le han impedido reingresar a laborar a esa Ministerio en virtud de las incapacidades frecuentes, que ocasionaron su despido con responsabilidad patronal en el año 2003. En este caso, no consta que las autoridades del Ministerio de Seguridad Pública hayan negado el reingreso en razón de sus anteriores incapacidades. No obstante, si se tiene por probado que a la recurrente no se le comunicó lo resuelto por la Comisión de Selección. Se declara con lugar el recurso por violación al derecho de defensa. Se ordena al Ministro y al Director de Recursos Humanos, ambos del Ministerio de Seguridad Pública, notificar a la recurrente lo resuelto por la Comisión de Selección –Equipo Interdisciplinario, en la sesión número 07 del 9 de marzo del 2007, respecto de su solicitud de reingreso, dentro del plazo de diez días, contado a partir de la notificación de esta resolución a fin de que pueda presentar los recursos de ley. CL
6271-06. REVOCATORIA DE TRASLADO.  Alega la recurrente que fue trasladada de su puesto, pero se le impidió de manera ilegítima consolidar su reasignación, puesto que se revocó su traslado sin debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio número 2006-270 de la Dirección de Recursos Humanos, que ordena el traslado de la amparada a partir del 06 de setiembre de 2006 a la Proveeduría Institucional, así como el oficio DAO/Ofic./2006.150, en que solicita dejar sin efecto la reasignación al puesto número 012674 de la clase Oficinista 3, Labores Varias de Oficina, a la de Técnico en Informática 2G de E Digitación. Se ordena a la Directora General del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, reinstalar a la recurrente –si no lo ha hecho todavía- en el cargo original. En cuanto al Jefe de la Dirección General de Servicio Civil, se declara sin lugar el recurso. CL
6238-07. IUS VARIANDI. Indica el accionante que inició a laborar en el Hospital San Vicente de Paúl, como Médico Especialista en Cirugía General, siendo que de acuerdo a la necesidad, se le adjudicaban nombramientos continuos cada seis meses, con código de especialista.  Que el  doce de febrero del dos mil siete, sea nueve años después de empezar a laborar para esa institución, se le comunicó verbalmente que no podría seguir realizando cirugías, puesto que se le había variado la categoría de Médico Especialista en Cirugía General, a Médico General, y por esa razón se le ordenaba trasladarse a la Sección de Emergencias de ese nosocomio; todo esto, sin darle audiencia previa ni ofrecerle explicación alguna sobre el fundamento de la decisión. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General del Hospital San Vicente de Paul, bajo pena de desobediencia que restituya de inmediato al amparado en el pleno goce de sus derechos laborales. CL
6243-07. REVOCATORIA DE TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO.  Señala el accionante que labora para el Ministerio recurrido desde 1998, actualmente en el puesto de Profesora de Informática Educativa. Señala que por oficio del 2 de febrero de 2007, el Subdirector General del M.E.P. le comunicó traslado en propiedad como Profesora de Informática Educativa de la Escuela Pilar Jiménez Solís de Guadalupe de Goicoechea, a la Escuela José Cubero Muñoz de Mata de Plátano de Goicoechea, con un rige a partir del 1° de febrero del año en curso. Indica que dicho traslado se consolidó por medio de la emisión del acto final, sea a través de la acción de personal. Agrega que más de un mes después de asumir dicho puesto, se le comunicó que queda sin efecto su traslado en propiedad, por no ajustarse a la normativa vigente, y que debe regresar a su puesto en la Escuela Pilar Jiménez Solís, sin brindarle mayor justificación. Finalmente, apunta que el traslado concedido lo fue debido a una recomendación médica a fin de garantizar su derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso por violación al artículo 34 de la Constitución Política. En consecuencia, se anula el oficio DGP-UG2-1023-2007 del 12 de marzo del 2007, emitido por la Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública. Asimismo, se ordena a la Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que de forma inmediata a la comunicación de esta sentencia, restituya a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales, lo que implica reinstalarla en el puesto de Profesora de Enseñanza Técnica Profesional, Especialidad Informática Educativa, en la Escuela José Cubero Muñoz, según lo dispuesto en el oficio DGP-ACN-2808-2006 del 02 de febrero del 2007, y confirmado en la acción de personal N° 4049092. CL
6100-07. ACCESO A EXPEDIENTES DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS. Señala el recurrente que se apersonó a las instalaciones de la ARESEP, a fin de solicitar los expedientes laborales de los funcionarios públicos que intervinieron en la resolución del expediente tarifario ET-095-2006. Sin embargo le manifestaron que estaban imposibilitados para facilitar expedientes de la Institución, por lo cual no se daría ningún tipo de información al respecto y sólo con orden judicial los prestarían. En este caso, se concluye que aunque el acceso al expediente personal de los funcionarios públicos está vedado, salvo autorización expresa del mismo funcionario u orden judicial, parte de la información que allí se consigna sí puede ser solicitada por cualquier sujeto interesado, como en este caso concreto, se pretendía el acceso a todo el expediente personal, donde indudablemente se encuentran datos confidenciales, hizo bien la recurrida al negarlo. SL
 

6150-07. REASIGNACIÓN DE PUESTO EN EL PODER JUDICIAL. Señala la recurrente que el Consejo Superior del Poder Judicial aprobó la reasignación de su puesto a una categoría inferior, con base en un estudio realizado por el Departamento de Personal, no obstante, aduce que no se le concedió audiencia para que objetara o alegara lo que estimara pertinente de previo a que se aprobara ese movimiento.  Contrario a lo afirmado por la amparada, consta que el proceso de la reasignación fue puesto en conocimiento de los involucrados. SL 

DERECHO PENAL
7498-07. REDADAS. OPERATIVOS POLICIALES. Alega el recurrente que el operativo realizado en un hotel de la capital, por autoridades de la Dirección General de Migración y Extranjería y de la Municipalidad de San José implicó la violación de los derechos fundamentales, pues se extralimitaron en sus funciones cuando: 1) Ingresaron a las habitaciones privadas del hotel sin orden judicial previa y legalmente emitida; 2) Amenazaron con arresto y privación de libertad contra una persona por tratar de impedir que los funcionarios públicos ingresaran a las áreas privadas sin orden judicial previa; 3) Llevarse detenido al Gerente del Hotel, a pesar de que éste mostró su cédula de residencia; 4) Llevarse detenida a una empleada del lugar, a pesar de tener también su cédula de residencia; 5) Llevarse a cabo operativos migratorio únicamente en ese hotel excluyendo otros centros turísticos, salas de masaje, restaurante, y otros; 6) Cerrar las puertas del Hotel, no permitiendo a nadie que saliera o ingresara mientras se realizaba el operativo; 7) Cerrar las vías públicas, lo que causó perjuicio a los clientes que no pudieron registrarse en el Hotel a la hora de ingreso convenida; 8) Sobrecargar de pasajeros el bus que transportó a las personas al Centro de Detención de Migración en Hatillo; 9) Detener costarricenses, porque la policía de Migración no tiene autoridad para detener y confiscar documentos de los costarricenses; 10) Coordinar operativos policiales con la prensa, situación que causa gran deterioro a la imagen del Hotel; 11) Realizar las detenciones adentro del Hotel y no afuera donde sí deambulan los delincuentes, traficantes e ilegales. Se declara con lugar el recurso únicamente por la detención de de las personas amparadas. En lo demás se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo Sancho consigna nota. CL Parcial
7492-07. PRISION PREVENTIVA. DEFENSOR EN ALLANAMIENTO. JUEZ NATURAL.  Señalan los recurrentes que la resolución que ordenó la prisión preventiva y el voto del Tribunal que la confirmó, carecen de fundamentación. Asimismo, acusan que en la diligencia de allanamiento que dio en el caso concreto, no se convocó a un defensor público y se violentó el principio de juez natural. En este caso, consta que la prisión preventiva se encuentra debidamente fundamentada, se reitera el criterio en cuanto a resolver oralmente durante la audiencia las condiciones de la privación de libertad, quedando constancia en el acta. Sobre la falta de notificación al defensor, se citan las sentencias 4271-02, 17866-05 y 4571-07. Sobre la alegada infracción al principio de juez natural, con base lo indicado en la sentencia, se concluye que no se dio la alegada violación. SL
7340-07. REDADAS. Alegan las recurrentes, que son costarricenses y que la Dirección General de Migración y Extranjería y la Municipalidad de San José, el día trece de abril del año en curso, aproximadamente a las 10 p.m., empezaron a detener a las mujeres extranjeras y costarricenses, en las inmediaciones del Hotel del Rey, aún cuando previamente les pidieron la entrega de su documento de identificación. Señalan que al darse cuenta que llevaban detenidas costarricenses, las bajaron en los alrededores de Barrio Luján, en un parque sumamente oscuro y cerca de la media noche. Se declara con lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso con relación a la competencia de la policía municipal. CL
6973-07. PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Señala el recurrente que la resolución que prorrogó la medida cautelar de prisión preventiva en contra del amparado por un plazo de tres meses, carece de fundamentación.  Añade que el Tribunal de Corredores no ha señalado  fecha para la celebración de la vista respectiva, motivo por el cual, estima que hay una dilación indebida en la tramitación y resolución del recurso de apelación interpuesto, que incide de manera directa en la libertad personal del amparado por lo que pide la estimación del recurso. En este caso, consta que la prisión preventiva se encuentra debidamente fundamentada. En cuanto el señalamiento de la vista, se tiene por probado que fue suspendida por razones de seguridad y se postergó para ser realizada en un plazo prudencial. SL 

6888-07. MEDIDA CAUTELAR. Señala el recurrente que el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, decretó la prisión preventiva del tutelado en el Hospital Nacional Psiquiátrico por el término de dos meses; no obstante, en la audiencia oral celebrada, se confirmó parcialmente la medida cautelar impugnada, pero ordenando que cumpliera la prisión preventiva en un centro de detención y no en el Hospital. En este caso, consta que la medida adoptada por la juez estuvo debidamente fundamentada. SL 

6609-07. SANCION POR DESOBEDIENCIA A LA SALA. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Alega el recurrente que el tipo y la norma penal violan grotescamente la estructura del delito de desobediencia y con ello, el principio de legalidad, pues existe una equivocada edificación de la lesión, lo que hace el tipo penal espurio por carecer de la antijuridicidad material. Así, el bien jurídico tutelado en el delito de desobediencia que se pretende interpretar por el operador de justicia, carece la función garantizadora que establece la ley, porque falta el elemento o la garantía cognoscitiva, pues ni quien suscribe, ni la sociedad, conoce que es lo que se protege y el porqué de esa protección, por lo que la figura penal cuestionada resulta a todas luces inoperante. Al no poder conocer con meridiana claridad en qué consiste la lesión de la norma impugnada, se está en presencia de una legislación penal arbitraria. Considera que la norma impugnada se encuentra en un limbo jurídico, pues está inserta en la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en el Capítulo V denominado “De las sanciones”, por lo que el sujeto activo debe inferir antojadizamente cuál es el bien jurídico tutelado. En este caso se analiza el cumplimiento de las sentencias en los procesos de  tutela, como también los delitos de desobediencia contenidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional y con base en las consideraciones dadas en la sentencia se rechaza por el fondo el recurso. RF 
6585-07. PRISIÓN PREVENTIVA.  Alega el recurrente que el amparado figura como imputado un causa por el delito de robo simple con violencia sobre las personas, se encuentra privado de libertad desde el 9 de enero de 2007 y el debate está previsto para el 4 de mayo. En virtud que el delito reunía las condiciones y presupuestos para aplicar una medida alterna, se aplicó reparación integral, con el aval de todas las partes. Refiere que ese mismo día, hizo los depósitos correspondientes y, pese a que procedía ponerlo en libertad, continúa privado de libertad de forma ilegítima. CL
6560-07. NOTIFICACION DE PRISION PREVENTIVA AL DEFENSOR. Manifiesta el recurrente que el amparado fue indagado y ese mimo día se dictó la prisión preventiva en su contra; no obstante, no ha sido notificada la resolución al defensor asignado. Se declara con lugar el recurso únicamente por la infracción del derecho a la defensa del amparado, sin ordenar la libertad del amparado. Se ordena al Juez Penal de Turno Extraordinario de de San José, con sede en el Segundo Circuito Judicial notificar la resolución de las cuatro horas treinta minutos del trece de abril del dos mil siete al defensor público del amparado, en forma inmediata. CL
6617-07. PRISION PREVENTIVA. Señala el recurrente que a los amparados se les sigue una causa en el Juzgado Penal de Heredia, el cual decretó la prisión preventiva contra  los amparados. Contra dicha resolución se planteó un recurso de apelación ante el Tribunal Penal de Heredia, que declaró con lugar el recurso de apelación interpuesto por la Defensa, declarándose la ineficacia de la referida resolución y, en consecuencia, se ordenó remitir los autos de la resolución que se conoce en alzada y ordenar remitir los autos a la oficina de origen a fin de que se dictara una nueva resolución que resolviera el respectivo punto. No obstante, el Juzgado Penal recurrido emitió otra resolución, en la cual se mantuvo la prisión preventiva decretada en contra de los amparados, la cual se considera infundada, por lo que estima que se encuentren ilegítimamente privados de libertad. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada concuerda con el voto de mayoría pero da razones diferentes. SL
6605-07. PRORROGA DE PRISION PREVENTIVA. Señala el accionante que el Tribunal de Casación Penal ordenó la prórroga de la prisión preventiva de su defendido por un plazo de dos meses y dieciocho días, el cual vencerá el veintiocho de julio próximo.  Acusa que dicho Tribunal omitió dar audiencia a la defensa y convocar a una vista oral para discutir la medida en cuestión y escuchar los argumentos de la defensa que hacían improcedente la prórroga acordada, con lo que se dejó al acusado en estado de indefensión con violación al debido proceso y a su derecho a la libertad personal.  Señala que el Juzgado Penal Cartago había acogido los argumentos de la defensa, de conformidad con los cuales la prórroga de la prisión preventiva de los imputados no era procedente y, en su lugar, dictó otras medidas cautelares menos gravosas para todos los demás acusados en la causa, tales como la imposición de una caución real, presentarse a firmar cada quince días en el despacho donde resida la causa, mantener un domicilio fijo e indicar, en el plazo de quince días, la actividad laboral en la que se ocuparían en libertad, resolución que no fue apelada por el Ministerio Público. Sobre la audiencia oral se citan las sentencias 10679-00, 11344-03 y 4925-03. Sobre el derecho de igualdad, se reitera el criterio, en el sentido de que la responsabilidad penal es personalísima, también lo son las circunstancias por las cuales en unos casos se hace indispensable mantener sujeto a un imputado al proceso, a través de una medida cautelar como la prisión preventiva. SL
6504-07. DETENCIÓN. Manifiesta el recurrente que fue detenido por oficiales del Organismo de Investigación Judicial, quienes lo remitieron a las celdas del Primer Circuito Judicial de San José. Indica que en dicho lugar luego de que se  le tomaran sus huellas digitales y fotografías, se le indicó que había sido detenido por error, por lo que fue puesto en libertad. CL
6290-07. PRISION PREVENTIVA. AUDIENCIA.  Señala el recurrente que en su condición de defensor público solicitó a la Juez que dictó la prisión preventiva en contra de los amparados una vista oral, sin embargo, la Jueza negó a la defensa ser oída y no justificó nada al respecto en la resolución que ordena la prisión. La realización de la audiencia que pretendía el recurrente se trata de una potestad del órgano jurisdiccional, que utiliza cuando considera que resultaría de utilidad evacuar la prueba ofrecida a los efectos de decidir la aplicación o no de una medida cautelar. SL
6286-07. PRISION PREVENTIVA DICTADA EN JUICIO. Señala el accionante que en contra de su defendido se tramita proceso penal y que el veintitrés de abril de este año, los miembros del Tribunal recurrido dieron lectura a la parte dispositiva del fallo que se dictó dentro de esa causa, condenando al amparado a descontar una pena privativa de libertad de 15 años de prisión, imponiéndole a éste la medida cautelar de prisión preventiva por espacio de ocho meses, y no seis meses como lo dispone el numeral 258 del Código Procesal Penal. Que además, el imputado ni su persona en calidad de abogado defensor, han sido notificados de la resolución mediante la cual se dispuso por parte del Tribunal recurrido la modificación de la medida cautelar, ya que se acordó de forma verbal y muy sucintamente, sea sin entrar en mayores razonamientos. SL
6274-07. SE IMPUGNA DEBATE POR ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD PRESENTADA. Manifiesta el recurrente que el Juzgado Penal dispuso continuar con el juicio oral y público que se celebra en la causa en que el amparado figura como acusado, decisión pone el peligro la libertad personal de su defendido pues existe la posibilidad de que se dicte resolución final en su contra, a pesar de que se encuentra pendiente ante la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, una acción de inconstitucionalidad -que se tramita en expediente número 07-005615-0007-CO- contra el párrafo primero del artículo 30 de la Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, proceso que en el caso de que se declare con lugar, determinaría la prescripción de la causa que se pretende finalizar con la realización del debate. Lo planteado por el accionante debe ser alegado y ventilado dentro del proceso penal correspondiente y no en esta sede. En todo caso, sobre el tema se citan las sentencias 536-91 y se aclara que la acción de inconstitucionalidad presentada por el veintiséis de abril del año en curso y que se tramita en expediente número 07-005615-0007-CO, se encuentra desde el veintisiete de abril de este año, en estudio de admisibilidad en la Oficina de la Presidencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, motivo por el cual, lo resuelto por el Juzgado recurrido en el acta de debate no resulta contrario a derecho. RP
6275-07. PRESENCIA DE DEFENSOR EN ALLANAMIENTO. Alega el recurrente que el Ministerio Público y la Juez Penal realizaron un allanamiento en contra de su defendido, sin la presencia de la Defensa Técnica para salvaguardar los derechos del encartado.  Aduce que al realizar este acto que, según estima la recurrente,  es un acto irreproductible —y si bien es cierto la Juez de la etapa intermedia será garante de dicho acto—, se debe de invitar a la defensa técnica para dicho evento, ya que la ley establece que si se va a realizar una diligencia en donde está individualizado el imputado, se le debe de indicar o prevenir al acusado que podrá nombrar un defensor de su confianza o nombrar un defensor público, lo cual no se hizo en esta causa. Estima la Sala que el tema planteado se citan los siguientes fallos: 11802-06, 11868-06, 11330-06. RP
6296-07. NIEGAN AMPLIACIÓN DE INDAGATORIA A UNO DE LOS IMPUTADOS. Señala el accionante que a pesar de haber solicitado al Ministerio Público que entrevistara a sus dos defendidos, así como que se recibiera a varios testigos, solamente se escuchó a uno de los imputados, para después presentar la acusación y solicitar la apertura a juicio. Asimismo, acusa que solicitó la ampliación de la indagatoria, gestión respecto de la que el Ministerio Público envió a la Fiscalía Adjunta, también recurrida, la comisión para que se procediera a ampliar dicha indagatoria solamente respecto de uno de los acusados.  En cuanto a la oportunidad en que deban recibirse los testigos propuestos, estima la Sala que se trata de un problema de legalidad. No obstante, sobre la oportunidad de declarar de los imputados, debe recordarse que es inherente al contenido del principio constitucional del debido proceso el que el encartado pueda hacer las manifestaciones que estime pertinentes a todo lo largo del proceso. Se declara con lugar el recurso únicamente por violación del derecho de defensa de uno de los imputados. Con base en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte al Fiscal Auxiliar de Pococí y Guácimo, que deberá abstenerse, en el futuro, de incurrir nuevamente en actos similares a los que dieron lugar a esta estimatoria. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
5931-07. DETENCION POR MAS DE 24 HORAS. Señala el recurrente que fue detenido el siete de abril de dos mil siete por efectivos de la Sub-Delegación del Organismo de Investigación Judicial en La Unión, sin que se conozcan las razones de dicha detención, y sin que exista orden dictada por autoridad judicial o administrativa competente para tales efectos. Arguye que la detención del amparado –conforme a los datos obtenidos en la bitácora que al efecto custodia la Policía de Proximidad de La Unión- se produjo a las trece horas veinte minutos de ese día, razón por la que éste ha permanecido detenido por un plazo mayor a las veinticuatro horas. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto y declara parcialmente con lugar el recurso, solamente por el período durante el cual estuvo detenido el amparado. SL
5926-07. PRISION PREVENTIVA. AUDIENCIA. Indica el accionante que el amparado actualmente guarda prisión preventiva. Indica que el amparado es una persona oriunda de Cantón, China, por lo que no entiende cabalmente el español. Reclama que a pesar de lo anterior, al momento en que fue indagado, el Ministerio Público le asignó a su representado un traductor que hablaba mandarín, y no cantonés, vulnerando así su derecho de defensa. Asimismo, aduce que en su calidad de defensor, le ha sido imposible presentar su debido apersonamiento en el expediente judicial, puesto que aquel se encontraba extraviado. Afirma que lo anterior, ha hecho que el encartado permanezca en una especie de "limbo procesal", pues su defensa no tiene acceso al expediente. Por otra parte, acusa  que las resoluciones del Juzgado y el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, que impusieron al amparado prisión preventiva y denegaron la solicitud de vista que planteara, vulneran el debido proceso, pues las mismas carecen de toda fundamentación. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente en cuanto al Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, y sin ordenar la libertad del amparado. Se anula el voto número 216-07 de las doce horas del tres de abril de dos mil siete, del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, y en consecuencia se ordena a dicha autoridad resolver en el plazo de veinticuatro horas contado a partir de la comunicación de esta sentencia, mediante resolución fundada, el recurso de apelación presentado por la defensa del amparado, la cual deberá incluir además la respuesta motivada a la solicitud de vista formulada. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
5930-07. DETENCION POR REBELDIA. Manifiesta el recurrente que fue detenido y conducido hasta las celdas del Segundo Circuito Judicial de San José. No obstante, al momento en que interpone este recurso, dicha autoridad no ha resuelto mediante resolución fundada su situación en cuanto a su reclusión, manteniéndolo privado de libertad sin ningún sustento legal. En este caso consta que fue detenido por rebeldía, por no presentarse al debate. Asimismo, consta que el mismo Tribunal recurrido realizó una audiencia oral con las partes de la causa, cambiándosele al detenido la prisión preventiva por una medida menos gravosa. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
5932-07. DETENCION. PENDIENTE APELACION. Alega el recurrente que la amparada fue puesta en libertad mediante resolución dictada por el Juzgado de Ejecución Penal Juvenil de San José, luego de casi ocho años de estar detenida por la comisión de tres delitos de homicidio. Que el Ministerio Público presentó recurso de apelación contra dicha resolución, la cual fue resuelta por el Tribunal Penal Juvenil recurrido, el cual declaró con lugar el primer agravio invocado por el Ministerio Público en virtud de lo cual se revoca la resolución impugnada y se ordena el reenvío de la causa a otro juez de la materia para una nueva sustanciación. Afirma que la resolución fue dictada y firmada por jueces que no se encuentran elegibles para el puesto de Juez 4 Penal, Juez 3 Penal Juvenil, Juez de Ejecución de La Pena y mucho menos para el de Juez 4 Penal Juvenil, por lo cual se quebrantó el principio de juez natural y el de especialidad en la materia. Que dicho voto, a pesar de ser dictado desde el treinta de marzo pasado, fue notificado a la defensa hasta el doce de abril de este año. Que dicha resolución no debe ejecutarse hasta tanto no quede en firme el fallo emitido. Que a pesar de ello, sin estar en firme la resolución impugnada, se ejecutó y se ordenó la detención de la amparada. SL
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

7494-07. DEPORTACION. Alega el recurrente, de nacionalidad italiana, que permanece detenido y con orden de deportación; a pesar que se encuentra casado con una costarricense y  no ha sido notificado de las razones para ello. Por  su parte al Dirección recurrida alega que es la segunda vez que se detiene al amparado y en la primera ocasión se le invitó a regularizar su situación migratoria, sin embargo no lo hizo y presentó un documento de identidad alterado, por lo que esta vez se procedió a declarar la permanencia ilegal en el país. Sobre el tema se citan las sentencias 6307-02 y 1598-96. SL
7388-07. NIEGAN VISA A EXTRANJERA POR MATRIMONIO POR PODER. SE CONDENA EN LO PERSONAL AL DIRECTOR DE MIGRACION. Alega el recurrente que se han quebrantado los derechos fundamentales de los amparados, porque le fue rechazada la solicitud de visa de ingreso por reunificación familiar gestionada a favor de una ciudadana cubana, alegándose que su matrimonio con un costarricense, carece de validez porque se celebró con fundamento en un poder especial y no en un poder especialísimo, como lo establece el artículo 30 del Código de Familia. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución #D.G.V.R. 01059-2007 LAUP  de las 10:00 horas del 20 de marzo del 2007. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, resolver como en derecho corresponda la solicitud de visa de ingreso presentada por el amparado, dentro del plazo de quince días contado a partir de la notificación de esta sentencia, sin entrar a valorar si el matrimonio de los amparados, cumple con los requisitos establecidos legalmente. Se advierte al  Director General de Migración y Extranjería, que de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena solidariamente al Estado y al Director de Migración al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
7643-07. NIEGAN RESIDENCIA A FAMILIAR DE RESIDENTE. Alega el recurrente que es madre de dos residentes costarricenses,  razón por la que solicitó permanencia legal conforme al artículo 61 inciso b) de la Ley de Migración Vigente;  no obstante se le denegó  la solicitud de residencia,  en aplicación del artículo 72 y siguientes de la Ley General de Migración y Extranjería. La jurisprudencia constitucional de amparo ha considerado que no resulta contrario a la Constitución el hecho de que la Ley de Migración y Extranjería limite la posibilidad de adquirir residencia a quienes tenga vínculo familiar con costarricenses y que no la amplíe a quienes lo tengan con residentes. Se citan las sentencias 6098-05 y 1312-99. SL
INTIMIDAD

6793-07. INFORMACION CREDITICIA. El recurrente alega que dentro de las bases de datos de la empresa recurridas aparece su nombre con operaciones crediticias que no se encuentran actualizadas y se exponen datos privados tanto de su esposa como de él, lo cual implica una violación al derecho de intimidad y autodeterminación informática. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a los representantes legales de las empresas Datum Net Sociedad Anónima y Teletec Sociedad Anónima respectivamente, eliminar del registro del amparado el juicio ejecutivo simple que data del año dos mil uno y dos mil tres. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL
MINORIAS
7128-07. OBLIGACION DE LA CCSS DE HACER OPERACIÓN DE CAMBIO DE SEXO. IDENTIDAD SEXUAL. Alega el recurrente que desde niño ha querido ser mujer, siendo que psicológica como físicamente, desea realizarse una operación de cambio de sexo. Indica que en el Hospital México asistió a citas y un doctor le realizó varios exámenes (hormonas, psicológico y de sangre) para determinar si tenía las condiciones para realizarse esa cirugía; sin embargo, señala que las autoridades recurridas consideran que tal operación se considera como una cirugía estética y de vanidad.  Indica que la cirugía es necesaria para él a fin de surgir como persona, poder estudiar y poder cumplir las metas como cualquier otro ser humano pues no se siente feliz como es. Por tales razones solicita que se ordene a la CCSS hacerle la operación.  Por las razones indicadas en la sentencia se dispone declarar sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Vargas y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL

MUNICIPALIDAD

7856-07. PERMISO PARA INSTALACIÓN DE BODEGA DE GAS EN ZONA RESIDENCIAL. Alegan los recurrentes que la Municipalidad de Cañas y el Ministerio de Salud, aprobaron el funcionamiento de una Bodega de Gas, donde se distribuye y almacena el gas, en una zona donde el plan regulador de Cañas no lo permite pues es residencial, todo lo cual atenta en contra de la salud, integridad física y la vida de ellos y los demás habitantes de esa zona residencial. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Cañas, que de forma inmediata se inicie el procedimiento para verificar la legalidad del Certificado de Uso de Suelo emitido por esa Municipalidad para las Bodegas de Gas RAPIGAS, por ser contrario al Plan Regulador de Cañas, así como de la patente comercial otorgada para ese local comercial. De igual forma se ordena al Alcalde Municipal de Cañas, tomar de inmediato las medidas precautorias necesarias y suficientes por tratarse de un local de esa naturaleza inserto en un área residencial. También, se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Cañas, del Ministerio de Salud que de forma inmediata se inicie el procedimiento para verificar la legalidad del permiso sanitario de funcionamiento emitido a favor de la Bodega de Gas LP "RAPIGAS", por ser contrario al Plan Regulador de Cañas. CL
6564-07. SUSPENSION DE PERMISO DE CONSTRUCCION.  Alega el recurrente que es propietario registral de la finca ubicada en Guanacaste en donde está construyendo un edificio de concreto de dos plantas, que al día de hoy está al cincuenta por ciento de su avance, la cual se encuentra con los permisos de ley; no obstante, les fue notificada una orden de suspensión de la obra, bajo el argumento de que parte de su propiedad puede ser pública. Se alega falta al debido proceso y el derecho de defensa. Sobre el tema de medidas cautelares se cita el voto 8748-06. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota los recurridos sobre lo dicho en el último considerando de la sentencia. SL
6197-07. FALTA DE FUNDAMENTACION EN DENEGATORIA DE USO DE SUELO.  Señala el recurrente, que la Municipalidad de San Ramón ha violentado sus derechos fundamentales por cuanto en el año 2006 solicitó permiso para ampliar las instalaciones de la granja avícola, y se le autorizó la ampliación pero le exigió un requisito irrazonable, a saber, una declaración jurada en la que indicara que las nuevas construcciones no se utilizarían como granjas. Cuando se presentó a la Municipalidad para obtener el único requisito restante que pide el Ministerio de Salud, se le denegó el permiso de suelo sin fundamento alguno, lo que además considera es una violación a su derecho de propiedad y libertad de comercio. Indica que la Municipalidad ha otorgado permisos de ampliación a  otras granjas avícolas, violentando en este caso su derecho a la igualdad. En este caso, se tiene por probado que la denegatoria del certificado de uso de suelo carece de la debida fundamentación. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia, por vicios de fundamentación, se anula el acto de la Municipalidad de San Ramón que rechaza la solicitud de certificación de uso de suelo que hiciera la empresa amparada. CL

6098-07. CIERRE DE ALAMENDAS EN HEREDIA. Alegan los recurrentes que la Municipalidad de San Pablo de Heredia, mediante acuerdo municipal No. CM-94-06, procedió a cerrar para el tránsito vehícular las alamedas de la Urbanización Miraflores, aduciendo que las mismas son de uso peatonal conforme al Reglamento de Control de Fraccionamientos y Urbanizaciones.  Dichas alamedas permanecieron abiertas al tránsito de vehículos durante años, al punto que muchos vecinos construyeron sus respectivas cocheras.  Señalan que el tránsito de vehículos, nunca ha representado un problema, molestia o peligro, no han habido quejas o cualquier otra muestra de disconformidad de parte de los vecinos de la citada urbanización.  Sobre el cierre de alamedas al paso de vehicular, se cita la sentencia 2078-96. SL
NOTARIADO

6610-07. PRESCRIPCION EN PROCEDIMIENTOS CONTRA NOTARIOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 164, párrafo segundo, del Código Notarial, Frase “Una vez practicado ese acto y mientras se tramita el proceso, no correrá plazo de prescripción alguno”. Señala el recurrente que el precepto cuestionado lesiona los derechos a la seguridad jurídica, a la legalidad, a la tutela judicial efectiva, a la igualdad y a la justicia pronta y cumplida. Señala que esta Sala Constitucional ha establecido (sentencia número 2003-04666) que los plazos establecidos para la denuncia, investigación y juzgamiento de los delitos establecidos por el legislador deben ser razonables y estar definidos y limitados por la ley. Opina que ese criterio es aplicable a la acción disciplinaria notarial, por cuanto ésta tiene una finalidad evidentemente punitiva y represiva. Sin embargo, por causa de la frase impugnada, la prescripción queda sin ninguna limitación objetiva, pues el legislador no definió la duración máxima del proceso, quedando así indefinido el plazo de prescripción. La Sala Constitucional ha examinado ya en dos ocasiones la norma impugnada en este asunto, se citan las sentencias 6320-03 y 442-07. RF

PENSIONES ALIMENTARIAS

6889-07. NO SE DEPOSITA A TIEMPO PENSION ALIMENTARIA QUE SE REBAJA DE  PLANILLAS. APREMIO. Señala el recurrente que juzgado recurrido se tramita proceso de pensión alimentaria en su contra.  Según arreglo conciliatorio suscrito en ese despacho judicial, la cuota alimentaria se le fijó en la suma de cien mil colones mensuales, suma que se le aplica por parte de la Sección de Planillas del Departamento de Recursos Humanos de la Caja Costarricense de Seguro Social directamente sobre el salario que percibe como funcionaria pública.  Indica que la Caja se atrasa en el depósito de la cuota alimentaria, no obstante que se le rebaja puntualmente, asunto sobre el cual no tiene control alguno.  Reclama que a pesar de que el Juzgado recurrido conoce dicha situación, sobre lo cual ha presentado gestiones, por auto de las diez horas cuarenta minutos del veintinueve de marzo del año en curso dicho órgano jurisdiccional le ordenó depositar nuevamente el monto de la cuota alimentaria que ya se le rebajo con la amenaza de dictar apremio corporal en su contra.  Reclama que dicha amenaza a su libertad es arbitraria e ilegítima, pues no depende de ella.  A pesar de haber ejercido los recursos pertinentes contra la citada resolución, el Juzgado recurrido mantiene la amenaza de apremio en su contra y no ha resuelto con prontitud los recursos interpuestos.  Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que emita las órdenes necesarias para depositar en la cuenta de la acreedora las sumas deducidas del salario de la promovente con motivo de su obligación alimentaria, dentro del plazo improrrogable de tres días a partir de la comunicación de esta sentencia, si ello todavía no se hubiere realizado. En lo que toca al Juzgado de Pensiones Alimentarias de Heredia se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 
PODER EJECUTIVO
7137-07. ESTABLECIMIENTO DE AREAS SILVESTRES POR PARTE DEL PODER EJECUTIVO, SIN PREVIA INDEMINIZACION. Acción de Inconstitucionalidad. Bejuco Inversiones Sociedad Anónima, y otro, en contra del artículo 33 inciso 15) de la Ley 7111 que es Ley de Presupuesto Ordinario, Fiscal y por programas para el año 1989, publicada en el alcance No. 41 a La Gaceta No. 246 de 27 de Diciembre de 1988, y por conexión o consecuencia el Decreto 32825-MINAE publicado en La Gaceta No. 242 del 15 de Diciembre de 2005, artículos 2 y el 54 de la Ley No. 7575, que es Ley Forestal y por conexión o consecuencia los artículos 15 y 16 de la Ley de Vida Silvestre No. 7317. Se autoriza al MINAE para suscribir convenios con organizaciones conservacionistas privadas sin fines de lucro, para que contraten personal que labore en las áreas silvestres de diferentes programas. Los salarios, cargas sociales y demás, corresponderán a las organizaciones privadas. Los contratados tendrán labores de policía, según lo que establece la Ley de Conservación de la Vida Silvestre, Forestal y del Servicio de Parques Nacionales.  La Ley Forestal es aplicada aún dentro de las fincas particulares no sometidas voluntariamente al Régimen Forestal, en este caso, se acusa que se estableció como área silvestre la Reserva Forestal de Golfo Dulce, sin indemnización previa. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el artículo 33 inciso 15) de la Ley 7111 que es Ley de Presupuesto Ordinario, Fiscal y por programas para el año 1989 y el Decreto Ejecutivo No. 32825-MINAE  del 19 de septiembre de 2005. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. En lo demás, se rechaza por el fondo la acción. CL
6614-07. LIMITACIONES PARA FORMAR PARTE DE LA JUNTA DIRECTIVA DEL BANHVI. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 16, inciso e), de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda. No permite formar parte de la Junta Directiva de la institución a los accionistas, socios, miembros de las juntas directivas, gerentes, subgerentes, sus ascendientes y descendientes hasta el tercer grado por consanguinidad o afinidad y empleados de los desarrolladores y de las empresas constructoras, así como de la Cámara de Construcción y de las empresas asesoras en el ramo de la construcción que operan dentro del Sistema. Señalan que a los consultores en materia de construcción cuyas empresas no estén involucradas en el sistema de la vivienda popular, sí se les autoriza a formar parte de esa Junta Directiva. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción. SL
6613-07. ATRIBUCIONES DEL TRIBUNAL AMBIENTAL ADMINISTRATIVO. Acción de Inconstitucionalidad contra de las atribuciones del Tribunal Ambiental Administrativo (2 inciso e) y otros de la Ley Orgánica del Ambiente. Las normas se impugnan en cuanto su aplicación acarrea la imposición de una sanción de carácter penal por parte de un órgano administrativo al cual la ley le ha conferido esa potestad o atribución a todas luces inconstitucional, confiscándose el patrimonio suyo y de sus representadas por una vía que implica una usurpación de funciones consentida por el legislador ordinario en tanto creó un delito de daños para que sea valorado y aplicado en sede administrativa y no por el Poder Judicial y sus jurisdicciones. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción. SL
PRIVADOS DE LIBERTAD
6327-07. UBICACIÓN DE PRIVADO DE LIBERTAD INDICIADO CON SENTENCIADOS. Manifiesta el recurrente que se le trasladó del Centro de Atención Institucional de San José al de La Reforma, sin que le informaran la razón ni se le respetaran las exigencias del debido proceso y que allí se le ubicó con los sentenciados, a pesar de su condición de indiciado. Según los informes rendidos por los Directores de los Centros, así como la prueba documental aportada al expediente, acreditan que al recurrente se le aplicó una medida cautelar de traslado, como consecuencia de la existencia de información sobre su posible participación en un intento de fuga, el traslado y ubicación del amparado contó con la autorización del Instituto Nacional de Criminología, que la aprobó con carácter excepcional, por razón de su condición de indiciado y tomando en consideración las causas que la originan. La Sala ha admitido que ese derecho de los privados de libertad indiciados a ser ubicados en forma separada de los sentenciados admite excepciones,  se cita la sentencia 2012-00. SL
SERVICIOS PUBLICOS
7479-07. NIEGAN SERVICIO DE AGUA. Señala el accionante que solicitó a la Empresa de Servicios Públicos de Heredia el visto bueno para el servicio de agua potable, sin embargo se le informó que en razón de que no cuentan con red de distribución de agua potable en la zona donde se ubica el terreno para el que lo solicita, no le otorgarían el visto bueno de agua potable ni el servicio. En este caso consta la falta de servicio de agua potable en el terreno del amparado obedece a razones de naturaleza técnica, conocidas incluso por el recurrente desde antes de adquirir el inmueble. Sobre el tema planteado se cita la sentencia 14218-06. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el amparo con sus consecuencias.SL
6858-07. SUSPENSIÓN DEL SERVICIO DE AGUA. Señala el recurrente que a pesar de estar al día en el pago de su servicio de agua, sin ninguna prevención ni apercibimiento de pago de la supuesta mora, se le suspendió el suministro de ese líquido. Aunado a lo anterior, afirma,  no se le dejó instalada fuente pública, con el grave perjuicio para su familia, en la cual hay varios niños.  En este caso consta que si se colocó una fuente pública frente a la casa del amparado; no obstante, no si se dio la falta de notificación. Se declara con lugar el recurso únicamente por la falta de notificación previa al amparado, de que se le iba a cortar el servicio de agua otorgándole un plazo para que procediera a la cancelación del monto adeudado. CL
6474-07. CANCELACION DE PERMISO SIN DEBIDO PROCESO. Señala el recurrente que sin haberse substanciado previamente un procedimiento administrativo y alegándose denuncias inexistentes contra la empresa de su propiedad, el Consejo de Transporte Público, canceló el permiso con base en el cual prestaba el servicio de transporte público, modalidad autobús, en la ruta No. 522, descrita como La Cruz-Santa Cecilia- Birmania y viceversa.  Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo adoptado por la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público, adoptado en el artículo 6.5, de la sesión ordinaria No. 15-2007 de fecha 22 de febrero del 2007. Se restituye a la empresa amparada en el pleno goce de sus derechos como permisionaria de la ruta No. 522, descrita como La Cruz-Santa Cecilia-Birmania y viceversa. CL
6220-07. PROBLEMAS CON EL SERVICIO DE AGUA POTABLE EN ALAJUELITA.  Señalan los recurrentes que son vecinos del Barrio el Tejar, en Concepción de Alajuelita, lugar donde carecen del servicio de agua potable durante las veinticuatro horas del día.  Aducen que en los pocos momentos en que llega suele ser después de las 11.00 p.m. o inclusive en horas de la madrugada y en poquísima cantidad, lo que les ocasiona no poder descansar por las noches esperando el momento en que el agua llegue para almacenarla en recipientes como tarros, baldes, botellas y otros.  Afirman que el asunto es conocido por el Instituto recurrido, motivo por el cual se les envió un camión cisterna para suplirnos, porque durante toda la semana no llegó ni una sola gota de agua, aunque sí la facturación con tarifas absurdas, como si recibieran el servicio . Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que en el plazo de un año contado a partir de la notificación de esta resolución, realice los estudios técnicos que sean necesarios con el fin de que dentro de ese plazo se implementen las medidas técnicas que corresponda para brindar una solución integral al problema de desabastecimiento de agua potable que sufren los amparados, realizando la infraestructura necesaria al efecto. Mientras se soluciona integralmente el problema, deberá el Instituto recurrido garantizar el abastecimiento de agua potable a los amparados, a través de camiones cisterna u otra forma técnicamente adecuada. CL
6184-07. PARTICIPACION CIUDADANA EN FIJACIONES EXTRAORDINARIAS DE TARIFAS. Señala el recurrente que en el mes de junio de 2005, con base en el artículo 31 de la Ley N°7593, la ARESEP propuso un procedimiento de ajuste extraordinario de fijación de precio del combustible que expende RECOPE S.A., el cual fue aprobado mediante la resolución RRG-4771 de las once horas con treinta minutos del veintinueve de junio del dos mil cinco, y según indica la Autoridad Reguladora informó que: "de conformidad con lo establecido en los artículos 30 y 36 de la Ley 7693, las fijaciones extraordinarias de tarifas no requieren del trámite de audiencia pública." Considera que dicho procedimiento extraordinario junto con el modelo automático que lo sustenta, ha sido la base para las fijaciones automáticas del precio de los combustibles durante el año 2006 y el presente año, lo que estima lesiona los derechos fundamentales de los usuarios de combustibles consagrados en la Constitución Política, debido a que su aplicación para ajustar los precios de los combustibles no contempla el mecanismo de las audiencias públicas, como lo establece el artículo 5 de la Ley N°7593, lo que acarrea indefensión de los usuarios de acceder a la participación ciudadana. Se declara con lugar el recurso, en cuanto se dirige contra la omisión de celebrar audiencias públicas con motivo de la aplicación del Modelo de ajuste extraordinario de fijación de precio del combustible que expende la Refinadora Costarricense de Petróleo Sociedad Anónima, por la violación de los derechos protegidos en los artículos 9º y 46 de la Constitución Política y, en consecuencia, se deja sin efecto la resolución número RRG-4771-2005 del veintinueve de junio del dos mil cinco, emitida por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. CL
6213-07. NIEGAN SERVICIO DE AGUA.  Reclama la recurrente que solicitó a la Asociación de Desarrollo Integral de Loma Larga una paja de agua para su vivienda, pero esta le informó que es la Asociación  de Desarrollo Integral de Río Conejo la competente para proveerla. No obstante, al solicitar la paja a esta última, también se la negó al  informarle que el servicio debía ser provisto por aquella Asociación, con lo cual estima de afectan sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Cartago, que de inmediato se encargue de que realicen los trámites necesarios para que ese ente municipal brinde el servicio de agua potable en la vivienda de la amparada, mientras le permite cumplir con lo que establece la Ley de Construcciones y su Reglamento (artículo 93 de esa Ley). CL
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
6796-07. REBAJO DE ASOCIACION A LA QUE RENUNCIÓ. Alega el recurrente que desde el seis de setiembre del año pasado presentó su renuncia a la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, a la vez que pidió que cesaran los rebajos por concepto de afiliación. Que a pesar de ello a la fecha se le continúan rebajando las cuotas correspondientes a afiliación, en contra de su voluntad y sin su autorización, lo que estima una violación a su libertad de asociación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General y al Contador de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, respectivamente, disponer en forma inmediata lo necesario para que se proceda a la devolución al amparado de los montos correspondientes a las cuotas de afiliación que le fueron deducidas de su jubilación a partir del mes de setiembre de 2006. CL
	6. VOTOS SALVADOS POR TEMAS




PENAL

2404-07. INMEDIACION DE LA PRUEBA. Alega el recurrente que interpuso recurso de casación contra la sentencia condenatoria dictada por el Tribunal de Juicio de Limón contra su defendido, recurso en el cual se solicitó la realización de una audiencia oral, la cual fue señalada y en la misma, se adicionó un nuevo motivo y se ampliaron los fundamentos expuestos por escrito. Acusa que la Sala Tercera rechazó el recurso de casación, pero en esta ocasión la integración de la Sala fue distinta a la de la audiencia, con lo cual se violó el principio de inmediación de la prueba que exige que la sentencia debe ser dictada por los mismos jueces que intervinieron en la audiencia, lo que torna en arbitraria e ilegítima la privación de libertad que sufre su defendido. Sobre el principio de inmediación de la prueba se cita la sentencia 6681-96. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO Y SOSTO LÓPEZ. Redacta el primero: Salvamos nuestro voto y declaramos con lugar el recurso, debido a que, en nuestra opinión, en el presente asunto existe infracción del principio constitucional de inmediación del juez, específicamente de su identidad física. Habiendo el actor formulado un agravio que no estaba reproducido en su gestión escrita, resultaba necesario que quienes lo escucharon fueran los mismos que resolvieran su recurso. Pese a que la oralidad se postula como uno de los pilares del proceso penal, en realidad son pocos los momentos en que las partes tienen oportunidad de enfrentar sus argumentos verbalmente, siendo la audiencia del recurso de Casación una de ellas. Por esa razón, consideramos necesario dar el valor del caso a tales intervenciones. Por demás, la sentencia que cita la mayoría (6681-96), más bien refuerza nuestra tesis al especificar que “Por supuesto que cualquier solución que se dé al caso, excluye los debates de la materia penal, y todas aquellas audiencias orales en las que se evacuen pruebas o se amplíe verbalmente alguno de los argumentos o fundamentos, esto porque sino se violaría el principio de inmediación, derivado del debido proceso que exige un acercamiento entre el juzgador y los asuntos sometidos a su conocimiento durante el debate. Según este principio y el de identidad física del juzgador, la sentencia debe ser dictada por los mismos que intervinieron en la audiencia.”

7340-07. REDADAS. Alegan las recurrentes, que son costarricenses y que la Dirección General de Migración y Extranjería y la Municipalidad de San José, el día trece de abril del año en curso, aproximadamente a las 10 p.m., empezaron a detener a las mujeres extranjeras y costarricenses, en las inmediaciones del Hotel del Rey, aún cuando previamente les pidieron la entrega de su documento de identificación. Señalan que al darse cuenta que llevaban detenidas costarricenses, las bajaron en los alrededores de Barrio Luján, en un parque sumamente oscuro y cerca de la media noche. Se declara con lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso con relación a la competencia de la policía municipal. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO Y CRUZ CASTRO. Redacta el primero: Deseamos dejar respetuosa constancia de que sostenemos una posición divergente del criterio de la mayoría de la Sala, respecto del punto concreto de las limitaciones que ella impone a la actividad de la policía municipal, ya que en sentencias anteriores este Tribunal ha entendido las competencias de ese cuerpo de policía, a nuestro juicio, en un sentido excesivamente restringido (sentencias #10134-99 de las 11:00 horas del 23 de diciembre de 1999, #2001-1049 de las 16:30 horas del 6 de febrero de 2001 y #2005-4705 de las 15:01 horas del 27 de abril de 2005). Esa tendencia se plasma de nuevo en este asunto, cuando se interpreta que no competía a los oficiales municipales hacer devolución a las personas detenidas de sus documentos de identificación. No obstante, nuestra opinión particular sobre el tema consiste en que como cuerpos policiales que son, los de las municipalidades tienen potestades suficientes para ejercer todos aquellos actos vinculados con el mantenimiento del orden público, y no solamente lo propio del ámbito local. Por ello, salvamos nuestro voto sobre ese punto específico, desestimando parcialmente el recurso. 

SALUD

7129-07. OPERACIÓN. Señala la recurrente que le fue lesionado su derecho a la salud del amparado porque padece de hernia inguinal y requiere una cirugía; en el Hospital Dr. Fernando Escalante Padilla le indicaron que estaría en lista de espera pero desde hace nueve meses esperan que lo llamen para practicarle la cirugía, pero hasta el momento de interponer el amparo no ha sido posible. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso. VOTO SALVADO DE LA MAGISTRADA CALZDA Y LOS MAGISTRADOS ARMIJO Y JINESTA CON REDACCION DEL ULTIMO. Disentimos del voto de mayoría y declaramos con lugar el recurso porque, independientemente del hecho alegado por el Director del Hospital recurrido, en el sentido de que por decisión personal el amparado ha suspendido su cirugía desde el año 2001 y su caso no constituye una emergencia, ni prioridad y existen otros pacientes ahora en lista (fs. 9 y 10), lo cierto es que una vez que el paciente ha accedido a operarse, desde mayo de 2006, se le puso en lista de espera y al cabo de un año aún no se le ha practicado la cirugía. La jurisprudencia reiterada sobre la materia, ha considerado lesivos del derecho fundamental a la salud esta clase de atrasos en las prestaciones hospitalarias y, en concreto, de las cirugías, por falta de médicos o equipo. Así, por ejemplo, en la sentencia número 2006-08415 de dieciocho horas y cuatro minutos del trece de junio del dos mil seis la Sala consideró:

“III.- Objeto del recurso. La recurrente reclama que a pesar que al amparado se le detectaron cataratas y tenía programada una cirugía urgente para el treinta de mayo de dos mil seis, se le canceló dicha cirugía por no existir anestesiólogos para los días martes y jueves, lo cual estima violatorio de su derecho a la salud. 

IV.- Sobre el fondo. Esta Sala se ha pronunciado en numerosas oportunidades sobre el tema del derecho a la vida –y, con él, el derecho a la salud– siendo un ejemplo de ello la sentencia número 5130-94 de las diecisiete horas treinta y tres minutos del siete de setiembre de 1994 que en lo conducente señala: "Doctrina y Filosofía a través de todos los tiempos han definido a la vida como el bien más grande que pueda y deba ser tutelado por las leyes, y se le ha dado el rango de valor principal dentro de la escala de los derechos del hombre, lo cual tiene su razón de ser pues sin ella todos los demás derechos resultarían inútiles, y precisamente en esa media es que debe ser especialmente protegida por el Ordenamiento Jurídico. En nuestro caso particular, la Constitución Política en su artículo 21 establece que la vida humana es inviolable y a partir de ahí se ha derivado el derecho a la salud que tiene todo ciudadano, siendo en definitiva al Estado a quien le corresponde velar por la salud pública impidiendo que se atente contra ella." En efecto, la preponderancia de la vida y de la salud, como valores supremos de las personas, está presente y señalada como de obligada tutela para el Estado, no sólo en la Constitución Política, sino también en diversos instrumentos internacionales suscritos por el país. De lo anterior, debe quedar absolutamente en claro no sólo la relevancia de los valores para los cuales reclama tutela la recurrente, sino también el grado de compromiso que el Estado costarricense ha adquirido en cuanto a acudir de manera incuestionable e incondicional en su defensa. Al respecto, la Sala ha reiterado también el carácter crucial, fundamental, de la misión encomendada por el constituyente a la Caja Costarricense de Seguro Social. Precisamente el mismo fallo citado arriba indicó, refiriéndose a la prestación de servicios de salud: "En el caso particular de nuestro país, ha sido la Caja Costarricense del Seguro Social la institución llamada a brindar tal servicio público, debiendo en consecuencia instrumentar planes de salud, crear centros asistenciales, suministrar medicamentos, dar atención a pacientes entre otras cosas, contando para ello no solo con el apoyo del Estado mismo, sino además con el aporte económico que realiza una gran parte de la población con las cotizaciones para el sistema." Partiendo de lo anterior considera esta Sala que en el caso concreto se ha producido una evidente violación al derecho a la salud del amparado, toda vez que está acreditado que se le suspendió la cirugía que tenía programada para el treinta de mayo de dos mil seis, debido a que se disminuyó el rol de cirugía mayor en el Hospital Calderon Guardia como consecuencia de la falta de anestesistas. Lo anterior, ha ocasionado que el tiempo de espera de los pacientes haya ido creciendo, tal como lo aceptan las autoridades del hospital recurrido, lo cual estima esta Sala arbitrario, pues las autoridades de salud no pueden invocar los problemas de las listas de espera, para justificar una atención deficiente y precaria, ni la carencia de recursos financieros, humanos y técnicos, puesto que, es un imperativo constitucional que los servicios de salud pública sean prestados de forma eficiente, eficaz, continua, regular y célere. Esta Sala en otras oportunidades ha indicado que dentro del régimen de seguridad social se deben adoptar e implementar todas las providencias y medidas administrativas y organizacionales para evitar la prestación tardía de los servicios de salud. Por ese motivo, como al tutelado se le suspendió la cirugía que tenía programada por la carencia de recursos humanos, el amparo debe acogerse por configurarse la violación denunciada. Sin embargo, como esta Sala observa que al amparado se le fijó una cita para el primero de junio de dos mil seis con ocasión de la medida cautelar dictada por la Sala, el recurso debe acogerse únicamente para condenar a la Caja Costarricense de Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados, aunque se advierte que se deben adoptar las medidas necesarias según lo disponga el médico tratante para realizar la cirugía en cuestión”.-

En el presente caso, consideramos que el hecho de que se programe una cirugía con un tiempo de espera de más de un año, una vez que el amparado, como paciente, estuvo de acuerdo en someterse a ella, vulnera su derecho fundamental a la salud y a la prestación de los servicios de la seguridad social; el amparado no reclama que no se le haya operado desde 2001, cuando se le diagnosticó la hernia, sino que en 2006, cuando decidió operarse, se le someta a una espera que supere cualquier plazo razonable. Los  derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social no están condicionados a que los pacientes tengan que estar en situación crítica o de urgencia recibir las prestaciones que requieran, sino que, por el contrario, su ejercicio debe procurar que esas situaciones no se presenten o, por lo menos, se eviten al máximo.-

5942-07. MEDICAMENTO. Señala el recurrente que la amparada sufre cáncer metastático en la mama izquierda y en sus pulmones, siendo que su enfermedad es tratada en el Servicio de Oncología del Hospital San Juan de Dios. En estos términos, su médico tratante le recetó el medicamento Herceptin, pero la Caja Costarricense de Seguro Social se niega a suministrárselo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, y a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro Social, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que en forma inmediata y de acuerdo al consentimiento informado, se le entregue a la recurrente, el tratamiento Trastuzumab, bajo la estricta responsabilidad del médico tratante. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO: Me aparto del criterio de la mayoría, debido a que, el hecho de que ya concluyera la fase III de investigación en torno al medicamento trastuzumab, y que su uso esté aprobado por la Agencia Europea de Medicamentos, no constituyen, por sí mismos, evidencia de que con su aplicación se tutele satisfactoriamente el derecho a la salud de la amparada. Respecto de la culminación de la fase III considero necesario destacar que ello significa, tan solo, que resta una última fase de experimentación, no que ese estado se haya superado finalmente, con lo cual las objeciones que en otras ocasiones he levantado contra el uso de fármacos en ese estadio permanecen. Asimismo, que la Agencia Europea de Medicamentos haya permitido su empleo, no puede equivaler a su incorporación automática en el esquema farmacológico costarricense. Por el contrario, existen fases y protocolos que cumplir en nuestro medio con ese propósito y con el de velar por la salud de los pacientes que atiende la Caja Costarricense de Seguro Social. No creo que el consentimiento informado de la paciente pueda, por sí mismo, suplir las necesidades de fiscalización que fija el ordenamiento jurídico para aceptar un nuevo medicamento. En este sentido, la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea –que se cita con fines meramente ejemplificadores– al referirse al derecho a la integridad de la persona, en su artículo 3°, especifica que en el marco de la medicina y la biología se respetarán, entre otros, “el consentimiento libre e informado de la persona de que se trate, de acuerdo con las modalidades establecidas en la ley”, con lo cual queda patente que el consentimiento no puede funcionar como un mecanismo abstracto de remoción del obstáculo para aplicar un medicamento que oficialmente aún no está autorizado, por la sencilla razón de que estamos en una zona donde la relevancia de los derechos protegidos impiden que la aquiescencia sea una llave maestra para cualquier fin. La experimentación médica está indisolublemente unida con el principio de dignidad humana, unívocamente aceptado como intangible, indisponibilidad que incluye a su titular. De ahí la relevancia de que exista un marco jurídico y científico que permita incorporar los nuevos productos del mercado farmacéutico. Es por lo dicho hasta aquí que me separo de lo que decide en este caso la mayoría de la Sala y, en cambio, declaro sin lugar el amparo, fundamentándome en el derecho a la salud de la tutelada.          

INFORMACION

7719-07. ACCESO A EXPEDIENTE POR PARTE DEL OFENDIDO O DENUNCIANTE. Señala el recurrente que a pesar de que es ofendido- en un procedimiento administrativo disciplinario que se tramita actualmente en el Departamento de Relaciones Laborales del MOPT, en  dos ocasiones se le ha denegado el acceso al expediente a fin de estudiar y fotocopiar el expediente administrativo. Esta Sala en reiteradas ocasiones ha considerado que las garantías inherentes el debido proceso no resultan aplicables en las investigaciones preliminares, pues será en el procedimiento administrativo o judicial –si es que existe mérito para iniciarlo- donde se deben respetar en toda su extensión las diferentes manifestaciones de ese derecho fundamental. Sobre el tema se cita la sentencia 2452-97. Se declara sin lugar el recurso  Los Magistrados Armijo, Abdelnour y Sosto salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO, ABDELNOUR GRANADOS Y SOSTO LÓPEZ. Con redacción del primero: Aunque respetamos profundamente el criterio vertido por la mayoría, en cuanto declara sin lugar el recurso, salvamos nuestro voto y en consecuencia, lo declaramos con lugar por las siguientes razones: 

Consideramos que la Administración Pública debe preceptivamente observar los elementos integrantes del debido proceso, incluso en aquellas etapas preparatorias de un procedimiento sancionador, tal y como lo es la investigación preliminar. Si bien, se ha sostenido que estas diligencias de investigación tienen como fin determinar si existe mérito o no para iniciar un procedimiento administrativo, y que por tanto, el momento de la apertura es el procesalmente oportuno para que las partes involucradas tengan acceso al expediente, estimamos que deben tener acceso a todos aquellos documentos que puedan servir de base para iniciar el procedimiento.  Esas diligencias de investigación podían producir efectos dentro de la esfera jurídica del amparado, y en esa medida, se debió haber garantizado su derecho de acceso al expediente. No debe olvidarse, además, que cualquier persona con interés legítimo está facultada para instar el procedimiento y, según el artículo 275 de la Ley General de la Administración Pública:

“Podrá ser parte en el procedimiento administrativo, además de la Administración, todo el que tenga interés legítimo o un derecho subjetivo que pueda resultar directamente afectado, lesionado o satisfecho, en virtud del acto final. El interés de la parte ha de ser actual, propio y legítimo y podrá ser moral, científico, religioso, económico o de cualquiera otra índole”.

En síntesis, para cumplir las exigencias del derecho a la justicia y el debido proceso, la participación del denunciante está sujeta a las disposiciones legales que, en este caso, por aplicación supletoria de la Ley General de la Administración Pública, lo sitúan claramente como parte procesal, con lo cual, el denunciante debe ser notificado de todas las resoluciones y puede participar en todas las actuaciones –aún aquellas simplemente preparatorias-. Por lo expuesto, salvamos nuestro voto y declaramos con lugar el recurso, con sus consecuencias.

 CONTRALORIA
6611-07. POTESTAD DISCIPLINARIA DE LA CONTRALORÍA.  Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 4° último párrafo, 7, 12, 68 y 69 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Alega el accionan que la potestad, atribución o competencia de la Contraloría para que sus decisiones sean vinculantes para la administración activa, la convierte en coadministrador, en Administración activa, no obstante ser un órgano que solo puede controlar la legalidad de los actos y no la oportunidad, conveniencia o mérito de los mismos. Este Tribunal recientemente analizó las potestades fiscalizadoras y sancionadoras de la Contraloría General de la República, mediante resolución 13926-06. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se indica que la potestad de vigilancia de la Contraloría General sobre la Hacienda Pública va más allá del mero control de legalidad, pues su objetivo es garantizar la adecuada administración de los fondos públicos. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Armijo pone nota. NOTA SEPARADA  DEL MAGISTRADO ARMIJO: Ya en varias ocasiones he hecho constar mi posición particular sobre los poderes sancionadores de la Contraloría General de la República, principalmente, sobre los efectos vinculantes de sus decisión sobre otros órganos y entes  públicos, perspectiva de la cual también quiero dejar testimonio en esta decisión y que plasmé, por ejemplo, en el voto salvado a lo dispuesto por sentencia #2004-2199 de las 12:59 horas del 27 de febrero de 2004, que se transcribe de seguido:

“Comparto parcialmente el criterio de la mayoría en su entendimiento sobre las competencias constitucionales de la Contraloría General de la República sobre la vigilancia de la Hacienda Pública, pero discrepo en cuanto a sus alcances y, en concreto, en cuanto a la aceptación del carácter vinculante de sus recomendaciones para imponer sanciones a los funcionarios, que no se origina en una disposición constitucional, sino legal –el artículo 68 de su Ley Orgánica–.


Así, lo que se presenta aquí como un conflicto constitucional de competencias, me parece más bien una discusión sobre la constitucionalidad de esa norma legal, sobre todo por sus efectos y aplicación, frente a la autonomía del Tribunal Supremo de Elecciones, en la cual se involucra, además, una discusión de índole legal, sobre la derogatoria tácita de este artículo por la Ley General de Control Interno. 


En síntesis, no encuentro un conflicto de competencias constitucionales, propiamente dicho, sino un reclamo por la inconstitucionalidad de una disposición legal, que debe discutirse en la vía correspondiente: la acción de inconstitucionalidad. 


Sin embargo, como la mayoría de la Sala ha resuelto el aparente conflicto por el fondo, debo pronunciarme al respecto también. La mayoría ha considerado que la Contraloría tiene competencias legales suficientes, con asidero constitucional, para incoar e instruir procedimientos administrativos a los funcionarios del Tribunal Supremo de Elecciones –lo cual comparto– y para recomendar en forma vinculante –lo cual no comparto– la imposición de una sanción, en los casos en que se les atribuya una falta o lesión a la Hacienda Pública p a su ordenamiento de control y fiscalización. 


Discrepo de ese criterio de la mayoría porque, a la luz del Derecho de la Constitución, del artículo 68 de la Ley Orgánica de la Contraloría únicamente podría admitir como “vinculante” lo que, con carácter técnico ésta determine sobre si unos hechos constituyen lesión a la Hacienda Pública o infracción de su ordenamiento de control y fiscalización, de acuerdo con sus criterios técnico-jurídicos; esto resulta congruente y coherente con las disposiciones constitucionales, por el cometido de la Contraloría, como vigilante de la Hacienda Pública. Pero, en cambio, la individualización de los responsables, la determinación de la gravedad de los hechos y la imposición de la sanción, como ejercicio de la potestad disciplinaria, corresponden únicamente al jerarca respectivo.


En este sentido, acojo las razones expresadas por los Magistrados del Tribunal Supremo de Elecciones, porque considero que las competencias constitucionales de vigilancia de la Contraloría lo son sobre la Hacienda Pública, entendida como patrimonio, y sobre los entes u órganos en cuanto tales, pero no incluyo entre éstas la competencia disciplinaria sobre los funcionarios que es, esencialmente, una competencia de los jerarcas. A la Contraloría, como órgano vigilante, le toca investigar y avisar de los agravios a la Hacienda Pública, pero la determinación e imposición de las sanciones disciplinarias no puede corresponder al vigilante, sino, en este caso, al jerarca respectivo. Me parece falaz entender que la Contraloría General de la República no invade competencias propias del ente fiscalizado, con el argumento de que no lo sustituye, como administración activa, al imponer una sanción al funcionario, por el hecho de que el acto final sancionatorio sea dictado por le órgano o ente fiscalizado, porque el carácter vinculante de la recomendación de la Contraloría anula todo ejercicio de potestad sancionatoria o disciplinaria original y el órgano o ente únicamente ejecuta una sanción previamente impuesta por la Contraloría.


En la sentencia n°. 5445-1999 de 14:30 hrs. De 14 de julio de 1999, con relación a las municipalidades, la Sala consideró que: 

“ (…) esta competencia debe entenderse en la forma correcta, a fin de que no implique una intromisión de la Contraloría en lo que podría decirse, es la esfera íntima organizativa y disciplinaria de las municipalidades. Así, la Contraloría no puede ser en modo alguno, el director del procedimiento disciplinario, porque lo contrario implicaría sustituir la autoridad disciplinaria municipal por un órgano totalmente ajeno y externo de la relación de subordinación”

todo lo cual considero igualmente aplicable con relación a este asunto planteado por el Tribunal Supremo de Elecciones, por su condición de Poder Supremo, configurado como tal, en razón de sus especialísimas funciones y competencia material y, además, por la particular fisonomía que le imprimió el Constituyente de 1949, para evitar toda clase de injerencias inconvenientes al ejercicio de su función electoral.” 
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